PRIMERA REUNIÓN DEL COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN
OEA/Ser.L/XXIV.2.1
DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA 
CEDDIS/doc.14/07
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
28 febrero 2007
28 de febrero y 1 de marzo de 2007
Original:  español
Panamá, República de Panamá

INFORME DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA


[image: image10.emf]42,3

52,4

56,1

57,3

57,7

57,9

51,7

57,7

47,6

43,9

42,7

42,3

42,1

48,3

0% 10% 20% 30% 40% 50% 60% 70% 80% 90% 100%

Otra

Ceguera

Parálisis o amputación

Transtorno mental

Retardo mental

Sordera

Total

Hombres Mujeres


REPÚBLICA DE COSTA RICA

INFORME PAIS:

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

PRESENTADO POR: 


[image: image2]
Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, así establecido en la Ley Nº 7948 del 22 de noviembre de 1999, publicada en el Diario Oficial “LA GACETA” N° 238 del 8 de diciembre de 1999 “Ratificación de la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad”

PANAMÁ, REPÚBLICA DE PANAMÁ

28 de febrero – 1º de marzo del 2007

INDICE

1I.
Introducción


2II.
Aspectos sobre Costa Rica


2A.
Aspectos Generales de Costa Rica


21.
Estructura político-administrativa:


42.
Información sobre las principales características étnicas y demográficas:


53.
Indicadores socioeconómicos y culturales:


8B.
Caracterización de las personas con discapacidad y sus familias


17III.
Marco Constitucional, Jurídico y Administrativo sobre la Discapacidad en Costa Rica


22A.
Acceso a la Educación:


23B.
Acceso al Trabajo:


24C.
Derecho a los Servicios de Salud:


25D.
Acceso al Espacio Físico:


25E.
Acceso a los medios de Transporte:


25F.
Acceso a los Medios de Información:


28IV.
Progresos logrados en Costa Rica para el disfrute de los derechos de las personas con discapacidad estipulados en la Convención


28A.
Capacitación de las personas con discapacidad, sus organizaciones y funcionarios públicos de nivel nacional y local.


29B.
Medidas de carácter legislativo, social, educacional, laboral y de otra índole adoptadas para la consecución de los objetivos de la Convención:


31C.
Medidas para promover la inclusión de las personas con discapacidad en diferentes ámbitos:


311.
Sector trabajo:


322.
Sector educación:


323.
Sector salud:


334.
Sector vivienda:


345.
Comunicación e información:


346.
Otros ámbitos:


357.
Gobiernos Locales (Municipalidades)


36D.
Medidas adoptadas para asegurar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad así como el acceso a los mecanismos de seguridad ciudadana, y participación política:


38E.
Medidas adoptadas para capacitar a funcionarios públicos:


38F.
Políticas públicas en prevención y rehabilitación:


39G.
Información y registros sobre la violación de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad.


44H.
Medidas adoptadas para crear conciencia sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad:


46I.
Medidas presupuestarias:


47V.
Dificultades que afecten el grado de cumplimiento de la Convención


48VI.
Otras medidas adoptadas por el Estado costarricense en materia de discapacidad


50VII.
ANEXOS





PRIMER INFORME DE COSTA RICA:

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Introducción

En cumplimiento del artículo 2 de la Ley 7948 de Ratificación de la Convención, el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, ente rector en políticas públicas en  discapacidad, presenta el Primer Informe del Gobierno de Costa Rica sobre la situación actual y perspectivas en el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención.

Como antecedente se debe señalar la destacada participación del Gobierno de Costa Rica en el proceso de formulación de este instrumento regional de derechos humanos, así como el hecho de que fuera uno de los primeros Estados en ratificarlo. 

El reporte incluye información detallada sobre las más importantes medidas establecidas por el Estado costarricense para el cumplimiento de la Convención, y está dividido en cinco capítulos temáticos cuyos contenidos fueron propuestos por la Organización de Estados Americanos, particularmente por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, según documento CP/CAJP-2420/06 rev.4 del 19 de enero del 2007.

La información contenida en este documento no es exhaustiva, sin embargo es verificable y de conformidad a expresa solicitud del Comité, puede ser ampliada.

Si bien es cierto, mucho falta por hacer en Costa Rica por eliminar la discriminación hacia las personas con discapacidad, también es cierto que durante los últimos diez años se han realizado grandes esfuerzos por mejorar la calidad de vida de esta población. Se espera que para futuros informes, lo actuado a la fecha sea grandemente superado.

Aspectos sobre Costa Rica

Aspectos Generales de Costa Rica

Estructura político-administrativa: 

Costa Rica es una nación centroamericana con una particular configuración del Estado, cuya estructura político administrativa se rige por normas, principios y valores constitucionales, vigente desde 1949. 

Según lo dispone su Constitución Política, en su numeral 1 que: “Costa Rica es una República democrática, libre e independiente”. Así también, dispone el artículo 9 “El Gobierno de la República es popular y representativo, alternativo y responsable. Lo ejercen tres Poderes distintos e independientes entre sí: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Ninguno de los Poderes puede delegar el ejercicio de funciones que le son propias”. 
Dispone también la norma fundamental del país la constitución del régimen municipal, el Tribunal Supremo de Elecciones y las instituciones autónomas. Se tiene por tanto, en su parte orgánica la configuración del Estado Costarricense, el cual ha ido estructurándose a partir de las transformaciones sociales, económicas y políticas de la última mitad del siglo XX y la primer primera década del siglo XXI. 

El modelo de organización del Estado Costarricense se acompaña de otras normas constitucionales, en las cuales se reconocen una serie de derechos fundamentales tales como: garantías individuales (derechos civiles y políticos) y garantías sociales (derechos económicos, sociales y culturales). 

Esta base de derechos fundamentales se amplía con diversos instrumentos internacionales de derechos humanos y de leyes específicas que tutelan grupos poblacionales, como las mujeres, personas con discapacidad, niñez y adolescencia, adultos mayores, entre otros.
También forman parte de la estructura del Estado Costarricense la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, creada en 1989, especializada en el control de constitucionalidad. Esta Sala realiza las funciones de garantía de los derechos humanos, libertades fundamentales, la defensa de la constitución y la uniformidad de su interpretación. Cabe mencionar que el control anteriormente se ejercía por la Corte Plena. Dicha reforma, ha tenido un impacto trascendental en el modelo de Estado, su control sobre la correspondencia con el Derecho de la Constitución, así como de disponer ante la ciudadanía de una serie de recursos y acciones para la protección de sus derechos fundamentales y una justicia constitucional accesible.

Posteriormente, en el año de 1993 se crea la Defensoría de los Habitantes de la República (Ombudsman), responsable entre otros propósitos de velar por que las instituciones del Estado cumplan con el principio de la legalidad. 
A partir de mayo de 2006, mediante el Decreto Nº 33151 – MP, se realiza una reestructuración de los sectores del Poder Ejecutivo, los cuales son:

· Social y lucha contra la pobreza (en el cual se encuentra el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE), ente rector en materia de políticas públicas en discapacidad, creado en 1973 mediante la Ley N° 5347 (Anexo 2), así como otras entidades que brindan servicios a personas con discapacidad). 

· Productivo 

· Educativo 

· Salud 

· Ambiente, energía y telecomunicaciones 

· Financiero 

· Cultural 

· Violencia y seguridad ciudadana 

· Transporte 

· Ciencia y tecnología 

· Trabajo y seguridad social 

· Coordinación gubernamental 

A continuación se presenta un organigrama del Estado Costarricense.
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Fuente: Ministerio de Planificación y Política Económica del Gobierno de Costa Rica.

Información sobre las principales características étnicas y demográficas: 
Según la Encuesta de Hogares y Propósitos Múltiples realizada por el Ministerio de Economía del año 2006, se establece que el total de la población de Costa Rica, es de 4.353.843 habitantes, de los cuales 2.146.610 (49.3%) son hombres y 2.207.233 (50.7%)  son mujeres. 

De este total, 2.567.797 (59%) viven en el área urbana y 1.786.046 (41%) en la zona rural.

De forma desagregada por región se tiene la siguiente información:

Cuadro 1

Población total según región de planificación

	Región de planificación
	Absolutos
	Relativos

	Central
	2.789.669
	64

	Chorotega
	331.780
	7.6

	Pacífico Central
	228.610
	5.3

	Brunca
	328.849
	7.6

	Huetar Atlántica
	438.090
	10.1

	Huetar Norte
	236.845
	5.4

	Total país:
	4.353.843
	100


Fuente: Encuesta de Hogares y Propósitos Múltiples. Costa Rica: Julio 2006. Principales resultados.

Según el último informe del “Estado de la Nación”
 -estudio realizado por las universidades públicas y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD)- la esperanza de vida al nacer de Costa Rica en el 2005 es 79.1 para ambos sexos, 76.9 para los hombres y 81.4 para las mujeres. La mortalidad infantil es de 9.78 por mil nacidos vivos. El seguro de salud cubre el 55% del total de la población económicamente activa (PEA), el 61% de la PEA asalariada y 45.3% de la no asalariada.

En cuanto a la población indígena del país, el IX Censo Nacional de Población y Vivienda realizado en el año 2000, determina que la población indígena del país es de 63.876 personas, del total de habitantes que el Censo determinó, representan el 1.7%. De forma desagregada por sexo,  32.880 son hombres y 30.996 son mujeres y por área de residencia se tiene que el 21% viven en zonas urbanas y el 79% en el medio rural, en la cual están ubicados los territorios indígenas.

Indicadores socioeconómicos y culturales: 

A partir de los siguientes datos, se muestra mejorías en algunos aspectos  y la continuación del deterioro en otros rubros. Como datos globales económicos de Costa Rica, destacan los siguientes indicadores macroeconómicos, los cuales se presentan sistematizadamente en el Informe del Estado de la Nación para el año 2005: 

· Crecimiento del PIB por persona: 4.1

· Crecimiento real del ingreso nacional disponible por persona: 1.9

· Deuda externa/PIB 8%): 18.3

· Gasto público en educación/PIB (%): 5.2

· Deuda interna del gobierno central/PIB (%): 25.2

En relación con características generales del país, se tiene que, según la anteriormente citada Encuesta de Hogares y Propósitos Múltiples de julio de 2006, el porcentaje de hogares pobres es de 20%, y disminuye respecto al año anterior (que fue de 21.2%).

Es decir, en términos absolutos se establece que el total de habitantes con ingreso conocido es de 3.941.971, los no pobres son 3.043.988 y en pobreza 897.983. Desde la perspectiva de los hogares, el conjunto de estos son 1.062.315, de ellos 215.057 son pobres y en pobreza extrema se encuentran 56.599.
La población que se encuentra en pobreza extrema es de 5.3% en el 2006, la no extrema es de 14.9%. En las zonas urbanas la pobreza alcanza el 18.3% y en las rurales es de 23%. En el Cuadro 2 se sintetizan los datos más relevantes.

En cuanto a la fuerza de trabajo, en el año 2006 esta es de 1.945.955 personas, de las cuales 1.829.928 están ocupadas y 116.027 desocupadas. La tasa de participación es de 56.6% y la de ocupación 53.3%. El desempleo durante el año 2006 fue de 6%.

Según el Duodécimo Informe del Estado de la Nación (2006), “De acuerdo con la Encuesta de Ingresos y Gastos del INEC
[1], el coeficiente de Gini pasó de 0.358 a 0.475 entre 1988 y 2004. Esto significa que Costa Rica pasó de tener niveles de desigualdad semejantes a los de naciones europeas, a niveles más cercanos a los de otros países latinoamericanos que destacan entre los más desiguales del mundo.”

Se presenta a su vez “la reducción en términos reales de los ingresos laborales de los ocupados (3.7% con respecto al 2004 y 9.5% acumulado en dos años). El índice de salarios mínimos reales promedio del año (base 1984:100) es de 113.1 en el 2005”.

En lo referente al ejercicio del derecho a la educación, se tiene que la escolaridad promedio en el año 2004 fue de 7.8 años. La cobertura del ciclo de transición es de 92.2%, primaria es de 98.8%, tercer ciclo 73.2%, la diversificada de 40.1%, en secundaria la tasa neta es de 66.1%.; la población de 18 a 24 años que asiste a la universidad es de 22.4%.

Cuadro 2

Principales características de los hogares y de las personas. Año 2006.

	Características de los hogares
	Total
	No pobres
	Pobres

	
	
	
	Total
	Pobreza no extrema
	Pobreza extrema

	Total de personas
	3.941.971
	3.043.988
	897.983
	663.278
	234.705

	Total de hogares
	1.062.315
	847.258
	215.057
	158.458
	56.599

	Miembros por hogar
	3.71
	3.59
	4.18
	4.19
	4.15

	Fuerza de trabajo por hogar
	1.64
	1.76
	1.15
	1.24
	0.92

	Ocupados por hogar
	1.54
	1.68
	0.99
	1.09
	0.71

	Porcentaje de hogares jefatura femenina
	27.9
	25.8
	36.2
	33.3
	44.1

	Características de las 

Personas

	Relación de dependen-cia demográfica
	0.5
	0.4
	0.9
	0.9
	1.1

	Relación de dependen-cia económica
	1.3
	1.0
	2.6
	2.4
	3.5

	Horas semanales ocupación principal
	45.0
	45.6
	40.4
	41.8
	34.4

	Años de escolaridad personas de 15 y más
	8.0
	8.6
	5.7
	5.9
	5.0

	Tasa de desempleo abierto
	5.9
	4.5
	14.3
	12.0
	22.9

	Tasa neta de participación
	56.3
	60.6
	39.6
	41.9
	32.9


Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas y Censos. Cifras básicas sobre pobreza e ingresos, julio de 2006. Costa Rica.

En síntesis, en referencia a los principales desafíos que tiene el país en materia de desarrollo humano sostenible, a criterio del Estado de la Nación son:

· Recuperación de fe en la política e instituciones, mejoramiento de la democracia

· Creación de empleos y oportunidades empresariales de calidad y productividad

· Modernización de infraestructura de transporte y comunicación

· Control sobre la deuda interna

· Cierre de brechas interregionales

· Cierre de brechas sociales, económicas y políticas entre géneros

· Adopción de políticas en temas claves

· Ampliación, mejoramiento y diversificación de educación secundaria

· Encarar deterioro en equidad social

· Transacción social que distribuya oportunidades y beneficios

Caracterización de las personas con discapacidad y sus familias

Tal y como se establece en el documento “Estudio Básico sobre las necesidades y oportunidades de las personas con discapacidad en Costa Rica” (Anexo 3), publicado en el 2005 por el (CNREE) y auspiciado por la Agencia Japonesa de Cooperación Internacional (JICA), el registro más reciente del número de personas  con discapacidad, es del anteriormente citado IX Censo Nacional de Población y Vivienda, realizado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC) en el año 2000. 

Esta medición, pese a que corresponde a un esfuerzo importante del CNREE, ha sido objeto de varias críticas. Según varios expertos y organismos internacionales, como la Organización Mundial de la Salud (OMS) se estima que entre el 10% y 15% de la población a nivel mundial, presenta alguna discapacidad. Por su parte, en Costa Rica, el Censo 2000 estima que solamente el 5,3% de la población tiene alguna discapacidad.

Existen otras estimaciones para los años 1990 y 1998, obtenidas a partir de las Encuestas de Hogares y Propósitos Múltiples; se estimó que, en dichos años, la población con discapacidad representaba el 8,9% y al 6,2% (respectivamente) de la población total. Se debe mencionar que la metodología de las tres estimaciones obtenidas no permite realizar comparaciones entre estas cifras, ya que para cada una de las mediciones realizadas, los tipos de discapacidad adoptados son distintos.

Por su parte el Censo 2000 utiliza seis categorías de discapacidad, las cuales, según la publicación “La discapacidad en Costa Rica: situación actual y perspectivas” (Anexo 4) , estudio realizado en el 2004 por la Organización Panamericana de la Salud y con el auspicio del Ministerio de Salud y del CNREE, los consideran “términos poco científicos pero fácilmente comprensibles e identificables por las y los habitantes”. No obstante, se estima que las posibles fuentes de error de medición del Censo 2000 se deben a la débil formulación y poca definición de estas categorías.

Según este Censo, la discapacidad que más se presenta en la población es la ceguera; cerca del 31% de las personas con discapacidad poseen deficiencias visuales. Sin embargo, esta categoría podría estar afectada por la inclusión de personas con problemas de visión leves o moderados, según la definición utilizada.

Una de las limitaciones que posee el Censo 2000 es la gran proporción de personas con discapacidad en la categoría “Otros”, cerca del 27%. Esto imposibilita conocer que tipos de discapacidad se encuentran inmersos en esta categoría, y por ende se dificulta la posibilidad de describir el estado de estas subpoblaciones.

El Gráfico 1 muestra la distribución de la población con discapacidad según el tipo, obtenido a partir de la información recolectada del Censo 2000. Como se puede observar en dicho gráfico, la proporción de población sorda, parálisis o amputación y con problemas mentales, compuesto por retardo y trastorno mental, poseen un peso proporcional (con respecto al número de total de las personas con discapacidad) muy similar. Igualmente que para personas ciegas, hay que tomar en cuenta los problemas de definiciones utilizados en el Censo.

Gráfico 1

Costa Rica: Distribución de la población con discapacidad, según tipo

[image: image1]
Fuente: INEC, Censo 2000.

Al estudiar la discapacidad según género, se puede concluir que existe un predominio de hombres en la población con discapacidad, la cual es más evidente en las personas sordas y con retardo mental. Tan solo, en la categoría otros, las mujeres predominan con un 57.7%.  (ver Gráfico 2).

Gráfico 2

Costa Rica: Distribución de la población con discapacidad por tipo y según sexo
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Fuente: INEC, Censo 2000.

Al estudiar la estructura demográfica de la población con discapacidad y al compararla con la de población total del país, se encuentran grandes diferencias entre ambas.  

El Gráfico 3 presenta las pirámides de ambas poblaciones, éstas permiten comparar la distribución de las personas según los grupos de edad y el sexo. 

Al observar dichos gráficos, se puede notar que las pirámides poseen una estructura totalmente diferente la una de la otra; esto indica que la discapacidad se encuentra muy relacionada con edades muy avanzadas en la población costarricense. La mayor proporción de personas con discapacidad se encuentra entre las edades de 10 a 14, 45 a 49 y 50 a 54 años. A nivel general, se puede decir, que la población con discapacidad tiende a ser mayor conforme aumenta la edad, mientras que la población total de Costa Rica, posee una estructura aún joven. Una explicación a este fenómeno se debe al incremento en la expectativa de vida al nacer en Costa Rica.

Gráfico 3

Costa Rica: Población total y con discapacidad por sexo y edad

	Personas  con Discapacidad
	Total de la Población
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	Fuente: Realización propia a partir de los datos del INEC, Censo de Población y Vivienda. 2000


Una descripción de la población con discapacidad, según cada uno de los cantones
 y tipos de discapacidad, arroja resultados importantes que deben ser considerados por los diferentes tomadores de decisión en este tema.

Utilizando una tasa de incidencia de la discapacidad por cada mil habitantes y por medio de la descripción cantonal sobre personas con discapacidad, se hacen un conjunto de mapas temáticos -como el que se muestra a continuación- que permiten ofrecer una descripción visual de cuáles son aquellos cantones con mayor prevalencia en la discapacidad. 

En el ámbito general, el cantón que posee la mayor incidencia de población con discapacidad es el cantón de Turrubares, el cual presenta una tasa de 91 personas con discapacidad por cada 1000 personas residentes en dicho cantón. Sin embargo, cantones como Santa Cruz, Nicoya y Osa, no poseen datos muy lejanos; las tasas obtenidas para estos tres últimos cantones son, respectivamente: 86, 83 y 76 personas con discapacidad por cada 1000 personas  residentes. Por otra parte, los cantones con menor incidencia son aquellos pertenecientes a la Gran Área Metropolitana. Los cantones de Escazú (39), Vásquez de Coronado (40) y Belén (40). Esta distribución coincide a su vez con la situación socioeconómica del país. El primer grupo de cantones se encuentran entre los más pobres y el segundo entre los de mayores ingresos. Esto permite establecer una conexión directa entre pobreza y discapacidad.

Mapa 1

Costa Rica: Mapa temático de la discapacidad en Costa Rica por cantón. 2000
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Descripción de colores: 

Rojo oscuro: Mayor incidencia de discapacidad

Verde: Menor incidencia de discapacidad 

La condición de empleo es otra de las actividades en las que la población con discapacidad se encuentra afectada Según los datos del Censo 2000, el 30% de la población con discapacidad trabaja en el hogar y otro 15% es rentista o pensionado. 

Estas proporciones se ven afectadas al clasificar según sexo de la persona. En el caso de los hombres el porcentaje de personas que trabajan en el hogar es de tan solo del 5%, mientras que en las mujeres es del 57%. Por otro lado, la proporción de rentistas o pensionados hombres es del 20%, mientras que en las mujeres dicho porcentaje es del 10%.

En el Cuadro 3 se presenta la distribución de la población con discapacidad según tipo y condición laboral, obtenido a partir de los datos del Censo 2000. En dicho cuadro se puede comprobar que tan solo el 24% de la población con discapacidad posee un trabajo directo, y que al diferenciar dicho dato según el sexo de la persona, el 37% de los hombres con discapacidad posee un trabajo directo, mientras que el porcentaje de mujeres es del 11%. Datos similares contenidos en el estudio Estudio Básico de Necesidades y oportunidades de las personas con discapacidad en Costa Rica, confirman esta situación (Ver páginas 35 a 39 del Anexo 3)
Cuadro 3
Población con Discapacidad, por tipo, sexo y condición laboral
	Condición laboral
	Tipo de Discapacidad
	Total

	
	Ceguera
	Sordera
	Retardo mental
	Parálisis/ amputación
	Trastorno mental
	Otra
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Total de personas 

	Total
	62.556
	26.235
	18.880
	28.119
	12.729
	55.212
	203.731

	No Aplica
	4.424
	1.697
	3.946
	2.557
	957
	5.710
	19.291

	Trabajó
	18.078
	7.301
	2.262
	5.657
	1.905
	14.326
	49.529

	Trabajó sin pago
	236
	121
	123
	70
	72
	129
	751

	Sin trabajo
	653
	237
	92
	341
	114
	514
	1.951

	Buscó trabajo
	1.268
	505
	562
	558
	414
	868
	4.175

	Pensionado/rentista
	9.865
	5.567
	1.081
	6.446
	1.896
	6.091
	30.946

	Estudia
	3.471
	1.129
	2.242
	1.152
	574
	2.712
	11.280

	Trabaja en el hogar
	19.279
	7.150
	4.024
	6.479
	3.393
	21.237
	61.562

	Otro
	5.282
	2.528
	4.548
	4.859
	3.404
	3.625
	24.246

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Hombres

	Total
	32.784
	15.178
	10.899
	15.779
	7.288
	23.343
	105.271

	No Aplica
	2.390
	946
	2.314
	1.385
	610
	3.233
	10.878

	Trabajó
	14.310
	6.107
	1.833
	4.600
	1.561
	10.034
	38.445

	Trabajó sin pago
	200
	102
	111
	61
	66
	102
	642

	Sin trabajo
	521
	188
	72
	266
	99
	372
	1.518

	Buscó trabajo
	1.125
	472
	525
	525
	391
	731
	3.769

	Pensionado/rentista
	6.960
	4.118
	760
	4.514
	1.302
	3.905
	21.559

	Estudia
	1.827
	618
	1.380
	662
	364
	1.446
	6.297

	Trabaja en el hogar
	1.619
	763
	838
	712
	509
	950
	5.391

	Otro
	3.832
	1.864
	3.066
	3.054
	2.386
	2.570
	16.772

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Mujeres

	Total
	29.772
	11.057
	7.981
	12.340
	5.441
	31.869
	98.460

	No Aplica
	2.034
	751
	1.632
	1.172
	347
	2.477
	8.413

	Trabajó
	3.768
	1.194
	429
	1.057
	344
	4.292
	11.084

	Trabajó sin pago
	36
	19
	12
	9
	6
	27
	109

	Sin trabajo
	132
	49
	20
	75
	15
	142
	433

	Buscó trabajo
	143
	33
	37
	33
	23
	137
	406

	Pensionado/rentista
	2.905
	1.449
	321
	1.932
	594
	2.186
	9.387

	Estudia
	1.644
	511
	862
	490
	210
	1.266
	4.983

	Trabaja en el hogar
	17.660
	6.387
	3.186
	5.767
	2.884
	20.287
	56.171

	Otro
	1.450
	664
	1.482
	1.805
	1.018
	1.055
	7.474

	Fuente: Censo de Población y Vivienda 2000.


Con relación al acceso a la educación para la población con discapacidad, se hace necesario conocer tres diferentes modalidades de atención que posee el Ministerio de Educación Pública (MEP) de Costa Rica: 

· Atención directa: aquel servicio de apoyo
 que cumple la función de atender de manera regular a los estudiantes con discapacidad, en una institución, sea esta de educación general básica y ciclo diversificado, de educación especial o de centro de atención para adultos. 
· Apoyo fijo: aquel servicio educativo de apoyo, ubicado en una sola institución, que cumple la función de ayuda o soporte temporal o permanente a los estudiantes que se encuentran matriculados en ese centro educativo, sea este de Educación General Básica y el Ciclo diversificado o de Educación Especial. Los estudiantes asisten tanto a los servicios educativos regulares en la institución, como al servicio educativo de apoyo.
· Apoyo itinerante: aquel servicio que cumple la función de ayuda o soporte, temporal o permanente, a los estudiantes de diferentes instituciones educativas, de educación general básica y ciclo diversificado o de educación especial. Lo anterior implica que el docente que atiende este servicio, se traslade periódicamente a cada institución, a la comunidad o al domicilio, para atender a los estudiantes que tiene en matrícula, quienes a su vez, asisten tanto a los servicios educativos regulares en la institución como al servicio educativo de apoyo.
En el Cuadro 4 se muestra el número de estudiantes matriculados al inicio del año 2005 en educación especial, según la modalidad y condición de discapacidad. 

Cuadro 4

Matricula Inicial en educación especial, por sexo según modalidad de atención y condición de discapacidad. 2005

	Condición
	Atención Directa
	
	Servicios de Apoyo

	
	
	
	Apoyo Fijo
	
	Apoyo Itinerante

	
	T
	H
	M
	
	T
	H
	M
	
	T
	H
	M

	Discapacidad Múltiple
	1.713
	967
	746
	
	802
	455
	347
	
	387
	212
	175

	Discapacidad Visual
	513
	294
	219
	
	557
	310
	247
	
	555
	347
	208

	Problemas Emocionales y de Conducta
	764
	557
	207
	
	8924
	5.987
	2.937
	
	997
	687
	310

	Problemas de Aprendizaje
	1.867
	1.195
	672
	
	17.972
	10.021
	7.951
	
	9.594
	5.362
	4.232

	Retraso Mental
	8.408
	5.145
	3.263
	
	5.010
	3.010
	2.000
	
	1.843
	1.060
	783

	Sordera
	1.040
	611
	429
	
	250
	137
	113
	
	146
	80
	66

	Sordo Ceguera
	62
	38
	24
	
	46
	27
	19
	
	22
	15
	7

	Enfermedad Neurodegenerativa
	28
	14
	14
	
	30
	14
	16
	
	70
	40
	30

	Problemas del Lenguaje
	947
	606
	341
	
	7.923
	5.071
	2.852
	
	199
	127
	72

	Discapacidad Motora
	325
	191
	134
	
	607
	350
	257
	
	289
	183
	106

	Total
	15.667
	9.618
	6.049
	
	42.121
	25.382
	16.739
	
	14.102
	8.113
	5.989

	Fuente: Ministerio de Educación Pública, 2005.


En el Cuadro 5 se muestra la matricula inicial en educación especial en Servicios de Apoyo y en Atención Directa; en este se puede observar que el número de estudiantes de educación especial matriculados en los servicios de educación especial para el año 2004 fue de 47.716 y de 52.740 para el 2005; mientras que en atención directa esta cifra fue de 13.612 y 14.033 para el 2004 y 2005 respectivamente. 

Es importante notar que indiferente del tipo de modalidad, la matrícula en educación especial ha aumentado del año 2004 al 2005; y que tan solo en el aula integrada de atención directa se presentó una reducción en esta cifra.
A partir del Cuadro 5 se puede observar que la cantidad de estudiantes matriculados en el sistema de la educación regular, recibiendo servicios de apoyo, creció un 10,6% del 2004 al 2005.  En ese mismo período la matricula en atención directa creció en un 3,1%.  Este aumento se registra principalmente en los centros de enseñanza especial, población que creció un 29,8%, al tiempo que la población atendida en aulas integradas se redujo en un 13% al pasar de 5,879 a 5,098 estudiantes, lo que muestra la inclusión de estudiantes con discapacidad en el sistema de educación regular.

Cuadro 5

Matricula Inicial en educación especial, según modalidad y año

	Modalidad
	2004
	
	2005

	
	Total
	Hombres
	Mujeres
	
	Total
	Hombres
	Mujeres

	Servicios de Apoyo
	47.676
	27.779
	19.897
	
	52.740
	31.450
	21.290

	Aula Integrada
	45.492
	26.479
	19.013
	
	n.e.
	n.e.
	n.e.

	Centros Ens. Especial
	2.025
	1.204
	821
	
	n.e.
	n.e.
	n.e.

	En colegios
	159
	96
	63
	
	n.e.
	n.e.
	n.e.

	
	
	
	
	
	
	
	

	Atención Directa
	13.612
	8.347
	5.265
	
	14.033
	8.604
	5.429

	Aula Integrada
	5.879
	3.567
	2.312
	
	5.098
	3.066
	2.032

	Centros Ens. Especial
	3.198
	1.871
	1.327
	
	4.151
	2.463
	1.688

	En colegios
	4.535
	2.909
	1.626
	
	4.784
	3.075
	1.709

	n.e.: No Especificado, debido a la no recolección por parte del MEP

	Fuente: Ministerio de Educación Pública, 2004 y 2005


En lo que se refiere al acceso a la educación superior, existen dificultades para cuantificar el número total de estudiantes matriculados con discapacidad, lo anterior debido a que no es obligatorio declarar la discapacidad o bien los estudiantes no solicitan servicios de apoyo. En un estudio realizado para la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), la M.Sc. Roxana Stupp (ex directora del Programa de Atención a Estudiantes con discapacidad de la Universidad de Costa Rica) informa que para el 2005, había 155 estudiantes con discapacidad matriculados en ese centro de estudios, de ese total, un 44% son hombres.  

La segunda universidad con el mayor número de estudiantes con discapacidad matriculados es el Instituto Tecnológico de Costa Rica, con un total de 95 estudiantes, de los cuales el 65% eran hombres. 

La Universidad Estatal a Distancia poseía un total de 92 estudiantes con discapacidad matriculados en el 2005; de los cuales el 45% de éstos eran hombres. 

Por último, la Universidad Nacional registró un total de 37 estudiantes en el tercer trimestre del 2004.

Para ahondar sobre datos estadísticos de la población con discapacidad se puede consultar los documentos anexos al presente informe: 

A. Estudio Básico sobre las necesidades y las oportunidades de las personas con discapacidad en Costa Rica;
B. La discapacidad en Costa Rica: situación actual y perspectivas.

 Marco Constitucional, Jurídico y Administrativo sobre la Discapacidad en Costa Rica

La protección de los derechos de las personas con discapacidad  por parte de los Estados se encuentra vinculada directamente al tema de la discriminación, la cual impide que esta población pueda hacer efectivos sus derechos fundamentales.  Es evidente, que mientras subsista tal discriminación la población con discapacidad no podrá gozar plenamente de sus derechos y garantías, y por ello se limitará su posibilidad de ejercer su condición de ciudadanía en las mismas condiciones y con las mismas oportunidades que el resto de las personas.

En un esfuerzo por cambiar esta situación, la comunidad internacional ha ido concretando importantes avances normativos, en procura de garantizar la protección de los derechos de las personas con discapacidad, fundamentalmente con base en los principios de no discriminación y de igualdad de trato y de oportunidades, autonomía personal, vida independiente y participación. 

 

Los progresos en cuanto a la aplicación de estos principios por medio de la adopción de normas internacionales, depende principalmente de la capacidad de los Estados Parte para traducirlas en un componente normativo formal interno, políticas públicas, reformas legislativas y programas dirigidos a combatir el irrespeto a los derechos de las personas con discapacidad y a promover su plena participación en los diferentes ámbitos de la sociedad.  Asimismo, juegan un papel indispensable en la aplicación de dicha normativa,  las entidades jurisdiccionales de cada país, las cuales en el caso de Costa Rica han sido fundamentales en la reivindicación de derechos de las personas con discapacidad en los diversos campos de la actividad humana.
La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, es ratificada por Costa Rica mediante Ley No. 7948 de 22 de noviembre de 1999, publicada en el Diario Oficial “La Gaceta” No. 238 de 8 de diciembre de 1999 (Ver Anexo 1) y surge como un instrumento de derechos humanos que procura reafirmar que las personas con discapacidad tienen los mismos derechos y libertades fundamentales que otras personas; y que estos derechos dimanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser humano. 

La Convención, ratificada mediante Ley N° 7948, define el concepto de Discriminación de la siguiente manera:

"El término discriminación contra las personas con discapacidad, significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o el propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.". 

Asimismo, consagra la obligación de los Estados que la suscribieron, a adoptar:

"las medidas para eliminar progresivamente la discriminación y promover la integración por parte de las autoridades gubernamentales y/o entidades privadas en la prestación o suministro de bienes, servicios, instalaciones, programas, actividades, tales como el empleo, el transporte, las comunicaciones, la vivienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la justicia y los servicios policiales y las actividades políticas y de administración" 

La Convención parte de la premisa de que todos los derechos humanos y las libertades fundamentales son universales, por lo que comprende sin reservas a las personas con discapacidad.  De la Convención, de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos y de la Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993, se reconoce que todas las personas tienen el mismo derecho a la vida y al bienestar, a la educación y al trabajo, a vivir independientemente y a la participación activa en todos los aspectos de la sociedad.  Por esa razón, se considera que cualquier acto de discriminación contra una  persona con discapacidad es una violación de sus derechos fundamentales.  Se reconoce además que a la población con discapacidad se le debe garantizar la igualdad de oportunidades mediante la supresión de todos los obstáculos determinados socialmente, ya sean físicos, económicos, sociales o psicológicos que excluyan o restrinjan su plena participación en la sociedad.  

En virtud de tales consideraciones, la Convención consagra una obligación para los países signatarios de adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena inclusión en la sociedad. De esta manera, propone que los países se comprometan a tomar las siguientes previsiones: 
 a) Medidas para eliminar progresivamente la discriminación y promover la integración por parte de las autoridades gubernamentales y/o entidades privadas en la prestación o suministro de bienes, servicios, instalaciones, programas y actividades, tales como el empleo, el transporte, las comunicaciones, la vivienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la justicia y los servicios policiales, y las actividades políticas y de administración;
 b) Medidas para que los edificios, vehículos e instalaciones que se construyan o fabriquen en sus territorios respectivos faciliten el transporte, la comunicación y el acceso para las personas con discapacidad;
 c) Medidas para eliminar, en la medida de lo posible, los obstáculos arquitectónicos, de transporte y comunicaciones que existan, con la finalidad de facilitar el acceso y uso para las personas con discapacidad; (...)
La Convención encuentra eco en la ordenamiento jurídico interno concretamente en la Constitución Política de Costa Rica, promulgada en 1949, la cual consagra el principio de igualdad de la persona y la prohibición de hacer distinciones contrarias a su dignidad en su artículo 33, el cual dispone:

“Artículo 33.- Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana”.

Esta norma de rengo superior sirve como base para la Ley N° 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad (Anexo 5), la cual empezó a regir a partir de su publicación en el Diario Oficial, el 29 de mayo de 1996.   La Ley N° 7600
 constituye el instrumento interno de mayor relevancia en materia de derechos para la población con discapacidad y si bien su cumplimiento no ha sido completamente efectivo por parte de los sectores obligados, lo cierto es que esta Ley ha servido para abrir espacios de participación, reivindicar derechos y cumplir con el principio constitucional de igualdad de las personas con discapacidad.

El artículo 1° de la Ley Nº 7600, declara de interés público el desarrollo integral de la población con discapacidad, en iguales condiciones de calidad, oportunidad, derechos y deberes que el resto de los habitantes, estableciendo medidas concretas de accesibilidad y equiparación de oportunidades en la educación, el trabajo, los servicios de salud, el espacio físico, los medios de transporte, la información y la comunicación, la cultura, el deporte y la recreación. 

Asimismo la Ley N° 7600 define discapacidad como: “cualquier deficiencia física, mental o sensorial que limite, sustancialmente, una o mas de las actividades principales de un individuo”, misma que es modificada por la definición establecida en la Ley N° 7948 de ratificación de la Convención.
La Ley Nº 7600 establece que cuando, por cualquier razón o propósito, se trate o utilice el tema de la discapacidad, éste debe presentarse reforzando la dignidad e igualdad entre los seres humanos. Por esta razón, ningún medio de información debe emitir mensajes estereotipados ni menospreciativos en relación con la discapacidad y las organizaciones de personas con discapacidad deben ser consultadas sobre este tema. 

La Ley dispone, asimismo, que las instituciones públicas y las privadas que brinden servicios a las personas con discapacidad y a sus familias, estos deben proporcionar en condiciones de accesibilidad y no discriminación y además deben proporcionar información veraz, comprensible y accesible en referencia a la discapacidad y los servicios que presten. 

Señala además la Ley Costarricense que todo programa y/o servicio que cuente con el financiamiento total o parcial, o con el beneficio del Estado, o las Municipalidades (gobierno local de cada uno de los 81 cantones del pa{is) y los programas privados, tiene la obligación de cumplir con las normas de equidad y accesibilidad establecidas en dicho cuerpo legal. Los gobiernos locales deben apoyar a las organizaciones no gubernamentales de personas con discapacidad (ONG´s) y a las instituciones públicas y privadas, en el desarrollo, ejecución y evaluación de programas, proyectos y servicios que promuevan la igualdad de oportunidades y el desarrollo de la población con discapacidad. 

Dispone la normativa de referencia que el Estado Costarricense debe procurar la eliminación de cualquier tipo de discriminación hacia las personas con discapacidad y además que existe una obligación del Estado de incluir en planes, políticas, programas y servicios de sus instituciones, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios. Asimismo, la Ley dispone que le corresponde al Estado garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las instalaciones de atención al público sean accesibles para que las personas los usen y disfruten.
Según la Ley N° 7600 las personas con discapacidad deben tener la misma oportunidad para participar activamente en la definición, ejecución y evaluación de políticas, planes, servicios y proyectos, así como en los procesos de toma de decisiones sobre aquellos aspectos que les afecte directa o indirectamente. Asimismo define el derecho de participar en las actividades que se desarrollan en las comunidades, y que todos los miembros de la familia deben contribuir a que dicho grupo desarrolle una vida digna y ejerzan plenamente sus derechos y deberes. Por último, señala que las personas con discapacidad que no disfruten del derecho de vivir con su familia, deben contar con opciones para vivir con dignidad, en ambientes no segregados.
Existe en Costa Rica legislación en materia de discapacidad desde la década de los años cuarenta del siglo XX, que con diferentes matices paradigmáticas, finalmente su intención es reforzar la equiparación de derechos y oportunidades para la población con discapacidad, y establecen condiciones técnicas y específicas para la consecución de este objetivo. A continuación se hace referencia a la normativa más importante en esta materia, en orden cronológico:

1. Ley N° 7092 publicada en 1988, sobre el impuesto a la renta, la cual establece un incentivo fiscal en favor de los empleadores que contraten personas con discapacidad (Anexo 6).
2. Convenio N° 159 de la OIT, ratificado en 1991 por el Gobierno de Costa Rica.
3. Decreto Nº 26831-MP, publicado en el Diario Oficial el 20 de abril de 1998, el cual corresponde al Reglamento a la Ley M° 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, y en el cual se establecen normas y procedimientos de obligatoria observancia para todas las instituciones públicas, privadas y gobiernos locales, quienes serán responsables de garantizar a las personas con discapacidad el ejercicio de sus derechos y deberes en igualdad de condiciones (Anexo 7)

4. Ley Nº 7972 del 22 de diciembre de 1999, denominada: “Creación de cargas tributarias sobre licores, cervezas y cigarrillos para financiar un plan integral de protección y amparo de la población adulta mayor, niñas y niños en riesgo social, personas discapacitadas abandonadas, rehabilitación de alcohólicos y farmacodependientes, apoyo a las labores de la Cruz Roja y derogación de impuestos menores sobre las actividades agrícolas y su consecuente sustitución.   En dicha norma se establece un ingreso fiscal para financiar alternativas de albergue y atención para personas con discapacidad en condición de abandono. (Anexo 8)
5. Directriz Presidencial N° 27, emitida en el año 2000 por el Presidente de la República, la cual en un plazo de 10 años establece acciones programáticas de cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad a fin de mejorar su calidad de vida (Anexo 9)

6. Decreto 30224-MEP, Creación del Centro Nacional de Recursos para la Inclusión Educativa, del 19 de febrero del 2002, y cuyo objetivo consiste en satisfacer los requerimientos de los profesores y de otros profesionales, padres, investigadores, estudiantes y miembros de la comunidad, potenciando la información, la asesoría, la capacitación, la investigación y otras acciones relacionadas, por medio de innovaciones que puedan repercutir en una mejor atención educativa de los estudiantes con necesidades educativas especiales. (Anexo 10)

7. Decreto 30391-MTSS del 30 de abril del 2002, el cual decreta la creación de la Unidad de Equiparación de Oportunidades para personas con discapacidad del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; cuyo objetivo es la formulación de política sociolaboral para la atención de las personas con discapacidad, así como la formación y concientización continua de estas y de los empleadores del país, acerca de los derechos y obligaciones laborales que les asisten. (Anexo 11) 

8. Ley 8283, “Ley para el Financiamiento y Desarrollo de Equipos de Apoyo para la Formación de Estudiantes con Discapacidad matriculados en III y IV ciclos de la Educación  Regular y de los Servicios de III y IV ciclos de Educación Especial”, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 127 el 3 de julio del año 2002, y cuya finalidad consiste en financiar la compra de ayudas técnicas requeridas por estudiantes con discapacidad matriculados en III y IV Ciclos de la educación regular o especial, que comprueben la necesidad de dichos recursos. (Anexo 12)

9. Ley No. 8306 del 12 de Setiembre del 2002, denominada: “Ley para asegurar, en los espectáculos públicos, espacios exclusivos para personas con discapacidad”, y en la cual se establece la obligación que tiene toda persona física o jurídica, pública o privada, que organice un espectáculo o una actividad pública, de reservar un espacio del cinco por ciento (5%) del aforo en los sitios donde se realice la actividad, para que sea ocupado exclusivamente por personas con discapacidad. (Anexo 13)
10. Decreto 32023-MCJD-MINAE-MEP Creación del Museo de Formas, Espacios y sonidos 12-3-04 (Anexo 14)

11. Ley N° 8444 “Modificación de la Ley Reguladora de todas las exoneraciones vigentes, su derogatoria y sus excepciones”, del 17 de mayo del 2005 la cual establece la exoneración del pago de tributos a los vehículos importados o adquiridos en el territorio nacional, destinados al uso exclusivo de personas con discapacidad que reúnan las condiciones necesarias para optar por el beneficio de la exención. (Anexo 15) 

12. Ley 8556 “Adición del Artículo 46bis y el Transitorio VIII a la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad”, del 27 de noviembre del 2006, que modifica la Ley N° 7600, ampliando el plazo para la adaptación del 100% de la flota nacional de autobuses. (Anexo 16) 

Con excepción de la Ley N° 8556, todas las normas citadas constituyen acciones afirmativas que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Convención procuran promover la integración social y el desarrollo de las personas con discapacidad.

Ahora bien, en Costa Rica las entidades jurisdiccionales han jugado un papel indispensable en el reconocimiento del derecho como instrumento de cambio social, ya que la aplicación efectiva de la Legislación representa uno de los más poderosos vehículos de cambio, adelanto y desarrollo en la sociedad.  La posibilidad de los Jueces de interpretar y aplicar la perspectiva de la discapacidad como un elemento vivo en el ordenamiento jurídico logra crear un cambio significativo en la situación de la población con discapacidad. La Jurisprudencia por lo tanto ha servido para ir rompiendo con las prácticas discriminatorias y las barreras culturales y sociales que limitan la plena participación de las personas con discapacidad. 

En ese sentido la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha sido el eje fundamental en la aplicación de los derechos humanos de las personas con discapacidad, ya que en Costa Rica, de conformidad con el artículo 48 de la Constitución Política, así como los artículos 2 inciso a) y 29 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, le corresponde a la Sala Constitucional el conocimiento del recurso de amparo con la misión de mantener y garantizar el goce de los derechos y libertades consagrados en la Constitución Política, así como de los derechos de carácter fundamental establecidos en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, aplicables a la República. Bajo este marco, corresponde a la referida autoridad judicial, el reconocimiento y ratificación de los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad en igual condición que cualquier otra persona y por ello le corresponde mediante la aplicación del derecho, impedir toda forma de discriminación en virtud de la discapacidad de las personas, obligación que deriva de la condición de dignidad e igualdad que le es inherente a todo ser humano. En ese sentido ha establecido la Sala Constitucional:

“…IV.- A juicio de este Tribunal, la tutela efectiva de los derechos de las personas discapacitadas consagrados constitucionalmente, es uno de los medios por los cuales este grupo de población puede tener una vida lo más independiente y normal posible, de manera que su integración a la sociedad sea plena.” (Voto 2305-2000)

La Jurisprudencia emitida por la Sala Constitucional en el campo de la discapacidad es copiosa, no obstante, a modo de ejemplo, citamos algunos votos que han sido fundamentales en los diversos campos de la actividad humana:

Acceso a la Educación:

“…DERECHO A LA EDUCACION. La señorita Paniagua argumenta en su escrito inicial que ha sufrido tropiezos de corte administrativo para incorporarse a la educación pública, debido a la cual debió ser instruida en su propio hogar con ayuda de sus hermanos y padres, que no fue sino hasta el año de 1996 cuando se le aceptó su solicitud de ingresar a la educación formal, recibiendo clases de Español mediante el Sistema para Adultos, atendida individualmente por una profesora que visitó su casa de habitación, con lo cual pudo presentar y ganar el examen de dicha materia. Pero, alega que para el presente curso lectivo le fue negada la posibilidad de continuar bajo el mismo sistema.

Por ley de la República Nº 7600 denominada: "IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD" se estableció el derecho al desarrollo integral de las personas discapacitadas en igualdad de condiciones que los demás habitantes. En la normativa indicada, en cuanto a la educación, el artículo 14 establece:

"ARTICULO 14. ACCESO. El Estado garantizará el acceso oportuno a la educación a las personas, independientemente de su discapacidad, desde la estimulación temprana hasta la educación superior..." 

Además, en el artículo 22 se indica:

"ARTICULO 22. OBLIGACIONES DEL MINISTERIO DE EDUCACION PUBLICA. Para cumplir con lo dispuesto en este capítulo, el Ministerio de Educación Pública suministrará el apoyo, el asesoramiento, los recursos y la capacitación que se requieran." 

Queda claro de las transcripciones hechas, que el Ministerio de Educación debe cumplir con su obligación de brindar acceso a la educación a las personas discapacitadas. En el caso de la señorita Paniagua, en el curso lectivo de 1996 fue admitida en el sistema de Educación para Adultos, en el cual y con el apoyo domiciliario de una profesora a ella asignada, cursó la materia de español, pero resulta que para el curso lectivo de 1997 el Ministerio de Educación lejos de continuar con la instrucción de la estudiante Paniagua, le indicó que su caso sería mejor atendido en el Instituto Hellen Keller, con lo cual se determina la omisión del Ministerio de continuar el apoyo brindado a la estudiante mediante el sistema de Educación para Adultos, tal y como se llevó a cabo en el año de 1996 con resultados favorables. De aceptar la tesis de la parte recurrida, se estaría incumpliendo lo establecido en el artículo 16 de la Ley Nº 7600, que indica:

"ARTICULO 16. PARTICIPACION DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Las personas con discapacidad participarán en los servicios educativos que favorezcan mejor su condición y desarrollo, con los servicios de apoyo requeridos. No podrán ser excluidos de ninguna actividad." 

Por todo lo expuesto, el recurso debe ser declarado con lugar, únicamente por la violación al derecho a la educación, por lo que se ordena al Ministerio de Educación Pública restituir a la recurrente en el pleno goce de sus derechos, sea que deberá continuar la instrucción de la aquí recurrente bajo el sistema de Educación para Adultos…”. (Voto 374-1998)

Acceso al Trabajo:

“…V.-  Específicamente en el caso del acceso al empleo y respeto a las personas con discapacidad, dicho principio se encuentra desarrollado en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad que en su artículo 23 consagra el Derecho al trabajo: 
“Artículo 23.- Derecho al trabajo
El Estado garantizará a las personas con discapacidad, tanto en zonas rurales como urbanas, el derecho de un empleo adecuado a sus condiciones y necesidades personales”
 De igual manera, el artículo 24 dispone en lo conducente:
 “Artículo 24.- Actos de discriminación.   Se considerarán actos de discriminación el emplear en la selección de personal mecanismos que no estén adaptados a las condiciones de los aspirantes, el exigir requisitos adicionales a los establecidos para cualquier solicitante y el no emplear, por razón de su discapacidad, a un trabajador idóneo.”
 De conformidad con lo anterior, es evidente que resultaría abiertamente violatorio del Derecho de la Constitución que no se emplee a quien haya demostrado idoneidad para el desempeño de  determinado empleo, en razón de su discapacidad.    De ahí que, de conformidad con el artículo 67 del Reglamento de la Ley N° 7600, constituyan actos de discriminación el empleo de mecanismos que no estén adaptados a las condiciones de los aspirantes en la selección de personal, así como la exigencia de requisitos adicionales a los establecidos para cualquier solicitante…”.  (Voto 1424-05) 
Derecho a los Servicios de Salud:

“…V.- Sobre el fondo.- Sobre el Derecho a la Salud, los deberes de la Caja Costarricense de Seguro Social y las obligaciones de la Ley 7600 “Ley de Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”. Ha sido criterio constante de la Sala que el derecho a la salud goza de especial protección constitucional. La Constitución Política en su artículo 21 establece que la vida humana es inviolable y a partir de ahí se ha derivado el derecho a la salud que tiene todo ciudadano. La preponderancia de la vida y de la salud, como valores supremos de las personas, está presente y señalada como de obligada tutela para el Estado, no sólo en la Constitución Política, sino también en diversos instrumentos internacionales suscritos por el país. En sentencia No. 5130-94, ampliamente citada por la misma Sala en muchas sentencias, dijo el Tribunal: 
"... si el derecho a la vida se encuentra especialmente protegido en todo Estado de Derecho Moderno y en consecuencia el derecho a la salud, cualquier criterio económico que pretendiera hacer nugatorio el ejercicio de tales derechos, debe ceder en importancia pues como ya se indicó sin el derecho a la vida los demás derechos resultarían inútiles." (resaltado propio) 
Donde se tiene que, no es válido utilizar criterios económicos para denegar este derecho. Por otra parte, según dice el mismo fallo, “en el caso particular de nuestro país, ha sido la Caja Costarricense del Seguro Social la institución llamada a brindar tal servicio público, debiendo en consecuencia instrumentar planes de salud, crear centros asistenciales, suministrar medicamentos, dar atención a pacientes entre otras cosas, contando para ello no solo con el apoyo del Estado mismo, sino además con el aporte económico que realiza una gran parte de la población con las cotizaciones para el sistema." Así, el régimen de seguridad social es también un pilar fundamental del sistema democrático nacional para el cual existe también una previsión normativa de la más alta jerarquía: la Constitución Política le dedica su ordinal 73. Ha sido el Estado, a través del Ministerio de Salud, y la Caja Costarricense de Seguro Social los llamados a brindar tal servicio público. De esta forma, la Caja no puede negarse, por razones que no sean estrictamente médicas, a dar un tratamiento o proveer de un insumo adecuado para el tratamiento, que el paciente necesite, máxime si éste se trata de una persona discapacitada. A ese respecto, debe aclararse que la Caja Costarricense de Seguro Social –parte de la Administración Pública descentralizada-, en razón del mandato contenido en los artículos 21, 33 y 50 de la Constitución Política, desarrollado en lo conducente por la Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, número 7600 de dos de mayo de mil novecientos noventa y seis, tiene además la obligación de proveer sus servicios en forma eficiente y equitativa a las personas discapacitadas que lo requieran. En este caso particular, su deber consiste, además de la prestación de un servicio completo y efectivo, en garantizar que aquellas personas que padecen de determinadas discapacidades tengan a su alcance un servicio oportuno. Claramente el artículo 56 de la citada ley 7600 obliga a la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL a tomar las medidas presupuestarias para adquirir el equipo y prótesis que se requieran para cumplir con la atención óptima a los pacientes discapacitados….”.  (Voto 13402-2004)
Acceso al Espacio Físico:

"...A juicio de este Tribunal, la tutela efectiva de los derechos de las personas discapacitadas consagrados constitucionalmente, es uno de los medios por los cuales este grupo de población puede tener una vida lo más independiente y normal posible, de manera que su integración a la sociedad sea plena. Es claro que uno de ellos consiste en que la infraestructura de los edificios, especialmente aquellos en que se brinden servicios públicos, tengan previstas facilidades para el acceso de las personas discapacitadas. Tratándose de la administración de justicia, el ágil acceso al servicio es trascendental para este grupo de personas, pues de ello depende que puedan exigir el respeto a los derechos que tienen como ciudadanos y denunciar si han sido objeto de algún tipo de discriminación. Es por ello que la obligación del Estado y de la sociedad en general, consiste en  eliminar progresivamente las "barreras arquitectónicas" que les dificultan o impiden el acceso a estos servicios...”. (Voto 2305-2002)
Acceso a los medios de Transporte:

“…Las disposiciones internacionales citadas y la Ley No. 7600, específicamente su artículo 45, en cuanto al acceso de las personas discapacitadas a los servicios de transporte, son concretadas en los artículos 163 a 176 del en el Decreto Ejecutivo No. 26831. La propia empresa reconoce que no posee los autobuses especiales para personas con discapacidad, lo que obedece a factores presupuestarios, porque desde hace aproximadamente dos años no se le ha aprobado ningún incremento en sus tarifas, aunque los autobuses sí cuentan con asientos preferenciales para minusválidos y gaveteros para guardar las sillas de ruedas; además, se cumplen todos las normas de higiene.- 

 VI.- No corresponde a esta Sala verificar la correspondencia de las unidades de transporte con las especificaciones señaladas en la Ley No. 7600 y su Reglamento, sino que se trata de las competencias atribuidas al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y al Consejo de Transporte Público. Sin embargo, el incumplimiento de esas disposiciones, por parte de entes públicos o sujetos particulares, una vez que se han vencido sobradamente los plazos establecidos en las normas transitorias de la Ley, dan lugar al reconocimiento de que el incumplimiento de las disposiciones que obligan a la eliminación de situaciones de discriminación en perjuicio de las personas discapacitadas constituye una violación del derecho a la igualdad y no discriminación. Por este motivo, el Tribunal ha venido estimando los recursos de amparo en los que se acusa y se demuestra el incumplimiento de las disposiciones tendentes a disminuir las situaciones de discriminación en perjuicio de los discapacitados…”. (Voto 13124-2005)

Acceso a los Medios de Información:

 “…A juicio de este Tribunal, la obligación contenida en el artículo 51 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad abarca no sólo los noticieros, pues evidentemente la expresión "programas informativos" es más amplia, e incluye no sólo los espacios televisivos que difunden hechos, noticias acaecidas en el país o en cualquier parte del mundo, sino que además abarca los espacios destinados a difundir criterios de especialistas en diversas ramas del conocimiento mediante entrevistas y coloquios televisivos, o bien a formar opinión pública respecto a temas de interés nacional e internacional. Ello se refuerza si se atiende a uno de los objetivos de la ley, que es el de servir de instrumento a las personas con discapacidad para que alcancen su máximo desarrollo, su plena participación social, así como el ejercicio de los derechos y deberes establecidos en nuestro sistema jurídico.  El efectivo acceso a la información para las personas con falta de capacidad auditiva es indispensable para su inserción exitosa en el mercado laboral, y, en general, para lograr una armoniosa integración social.”. (voto 5974-2002)

Como se ha podido apreciar en la práctica, la Sala Constitucional es la entidad jurisdiccional sobre la que ha recaído la aplicación del ordenamiento jurídico en materia de discapacidad, toda vez que por atender gestiones que versan sobre derechos fundamentales es una instancia que actúa con suma celeridad, amén de que sus sentencias revisten carácter de cosa juzgada material y el incumplimiento de sus disposiciones pueden ser sancionado incluso con cárcel.

Con fundamento en la Ley de Jurisdicción Constitucional, Ley N° 7135 de 11 de octubre de 1989, la Sala Constitucional tiene el oficio de garantizar el respeto a la Constitución Política de la República y las Normas de Derecho Internacional, debidamente ratificadas por el país.   El artículo 1º de dicha normativa establece lo siguiente:

“Artículo 1.- La presente Ley tiene como fin regular la jurisdicción constitucional, cuyo objeto es garantizar la supremacía de las normas y principios constitucionales y del Derecho Internacional o Comunitario vigente en la República, su uniforme interpretación y aplicación, así como los derechos y libertades fundamentales consagrados en la Constitución o en los instrumentos internacionales de derechos humanos vigentes en Costa Rica.”.

El papel de la Sala en la aplicación de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, ha sido preponderante ya que dicha instancia ha determinado que los Tratados de Derechos Humanos ratificados por Costa Rica tienen igual rango que la Constitución Política e incluso superior a esta cuando otorguen mayores derechos y garantías a los grupos beneficiados.  Así lo establece la sentencia 3435-92, la cual en lo que interesa dispone lo siguiente:

“…Sobre esto debe agregarse que en tratándose de instrumentos internacionales de Derechos Humanos vigentes en el país, no se aplica lo dispuesto por el artículo 7 de la Constitución Política, ya que el 48 Constitucional tiene norma especial para los que se refieren a derechos humanos, otorgándoles una fuerza normativa del propio nivel constitucional. Al punto de que, como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta Sala, los instrumentos de Derechos Humanos vigentes en Costa Rica, tienen no solamente un valor similar a la Constitución Política, sino que en la medida en que otorguen mayores derechos o garantías a las personas, priman por sobre la Constitución…”. (Subrayado no corresponde al original)

Ahora bien, la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Ley Nº 7600, en su Título IV establece una serie de sanciones para las personas físicas y jurídicas que cometan actos discriminatorios determinados por distinción, exclusión o preferencia, motivados en la condición de discapacidad; no obstante, dicha norma obvia un requisito elemental para la aplicación de dichas puniciones, sea, determinar el destino de las multas y la instancia judicial o administrativa a la cual le corresponde aplicar las sanciones.    Por ello, en la práctica la imposición de multas ha sido letra muerta, debido a la falta de disposiciones para aplicar las mismas.

En el ámbito administrativo corresponde al Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, en su condición de ente rector en materia de discapacidad, fiscalizar el respeto a las normas que benefician a la población con discapacidad.  Esta potestad de fiscalización no se encuentra contenida en la Ley del CNREE, no obstante por interpretación e integración del ordenamiento jurídico, la Procuraduría General de la República, determinó que es una atribución de la institución. De esta forma lo establece el Dictamen C-205-98 del 07 de octubre de 1998 (Anexo 17) en el que se define la función de fiscalización como parte fundamental de la rectoría que en materia de discapacidad ejerce el CNREE y que en lo conducente señala:

“En ese sentido, en caso de que las entidades públicas y privadas involucradas en la atención de los programas y servicios para las personas con discapacidad o que, de alguna manera, se relacionen con ellas, incumplan las obligaciones y deberes que establece la Ley, el Consejo está en la obligación de solicitar a los jerarcas de las instituciones responsables la aplicación de las sanciones administrativas que correspondan y denunciar, ante las autoridades penales correspondientes, a las personas que incurran en las conductas que han sido consideradas por el legislador como contravenciones merecedoras de una sanción de carácter represivo…”. 

Ahora, como bien lo señala la Procuraduría General de la República, el CNREE en su condición de rector puede fiscalizar el cumplimiento de la normativa en materia de discapacidad, sin embargo, por carecer sus recomendaciones de carácter vinculante no existen medidas coercitivas para hacer efectivo su cumplimiento.

En la actualidad una Comisión designada por le Junta Directiva del CNREE –entre las que participan activamente representantes de las ONG´s de personas con discapacidad- se encuentra desarrollando un proyecto de reforma a su ley de creación, Ley 5347 del 22 de agosto de 1973, en la cual se pretende atribuirle a la institución potestades concretas de fiscalización vinculante y una condición rectora acorde con el paradigma actual de la discapacidad, basado fundamentalmente en los derechos humanos.

Existe otra instancia administrativa que vela por lo derechos de la población con discapacidad que es la Defensoría de los Habitantes, la cual no es específica para este grupo de población sino que atiende todos los sectores vulnerables del país, incluyendo la población con discapacidad.

Si bien las recomendaciones de esta entidad son importantes para la aplicación de la normativa vigente, las mismas carecen además de carácter vinculante, razón por la cual el cumplimiento de las mismas pasa a ser una obligación de carácter moral.

Finalmente se debe señalar que si bien el CNREE es el ente rector en políticas públicas en materia de discapacidad, en este sector existen otras entidades del Estado tales como: Patronato Nacional de Rehabilitación y el Patronato Nacional de Ciegos, además de un grupo de instituciones adscritas a diferentes ministerios que brindan servicios educativos, de salud, culturales, etc.

Progresos logrados en Costa Rica para el disfrute de los derechos de las personas con discapacidad estipulados en la Convención

El presente capítulo incluye 9 aspectos fundamentales, entre ellos la capacitación de personas con discapacidad y sus organizaciones, medidas de carácter legislativo adoptadas para la consecución de los objetivos de la Convención, otras para eliminar la discriminación de las personas con discapacidad y promover su inclusión, medidas para asegurar el acceso a la justicia, para capacitar a funcionarios públicos, políticas públicas adoptadas para prevenir la discapacidad y facilitar la intervención y tratamientos adecuados, así como el acceso a servicios, información y estadísticas sistematizadas y por último medidas de concienciación.

Capacitación de las personas con discapacidad, sus organizaciones y funcionarios públicos de nivel nacional y local. 

De acuerdo con los registros de la base de datos del CNREE, rector en políticas públicas en discapacidad, entre los años 2000 y 2006, en promedio se han capacitado: 9,241 funcionarios públicos, equivalente al 20% del total de los funcionarios y funcionarias del Estado aproximadamente; 4,838 personas con discapacidad y sus familiares, así como 1,628  representantes de ONG´s de personas con discapacidad, para un total de 15,707 personas capacitadas. 

Estas cifras no contemplan muchas otras acciones como charlas cortas, presentaciones y transferencia de información, que no califican como acciones de capacitación según la normativa vigente del CNREE, ni tampoco todas las acciones organizadas directamente por otras instituciones del Estado costarricense.

Además, en el mismo período se han desarrollado asesorías técnicas a 207 instituciones de servicios públicos (incluyendo: adaptaciones al espacio físico, entrenamiento de personal en atención de usuarios con discapacidad, adecuación de mobiliario, acceso a  la información y comunicación, etc.) y a 75 ONG’s de personas con discapacidad (incluyendo: modelos de administración, roles de la junta directiva, planificación estratégica y agenda, etc.).

Estas asesorías son complementarias a las acciones de capacitación y están concebidas para operacionalizar los contenidos, fundamentalmente de derechos, en las funciones de los servicios públicos y en el caso de las ONG’s, para adecuar su misión, visión, objetivos y estructura al nuevo escenario paradigmático y a la promoción y defensa de los derechos humanos de las personas con discapacidad. 

Por tanto el impacto apenas comienza a verse ya que los productos son de largo plazo, pero el horizonte está definido.

Medidas de carácter legislativo, social, educacional, laboral y de otra índole adoptadas para la consecución de los objetivos de la Convención:

Teniendo como antecedentes la promulgación de legislación en discapacidad desde la década de los años cuarenta del siglo XX; de la primera política nacional en discapacidad en 1987; de la Ley N° 7600 en el año 1996 y su Reglamento en el año 1998, sin duda, la disposición más relevante en materia de políticas públicas en discapacidad, concordante con los objetivos de la Convención, es la Directriz Presidencial N° 27 adoptada por el Poder Ejecutivo y publicada en el diario Oficial La Gaceta N° 21 del 30 de enero del año 2000. 

El artículo primero de la Directriz N° 27 establece que, todas las instituciones públicas deben conformar Comisiones Institucionales en Materia de Discapacidad (CIMAD) y rendir cuentas sobre su funcionamiento al CNREE, en su condición de ente rector en materia de discapacidad en Costa Rica. 

En este contexto, uno de los propósitos principales de la CIMAD es definir políticas y planes institucionales en materia de discapacidad, necesarios para la orientación y el reforzamiento de las acciones del Estado en el eficaz ejercicio de los derechos y deberes ciudadanos de las personas con discapacidad.

La Directriz expresa una serie de disposiciones técnicas de acceso a servicios públicos esenciales como los de salud, educación y transporte así como al empleo, los recursos productivos, al deporte, la cultura, la recreación, etc. 

En el presente existen unas ciento veinticinco CIMAD, distribuidas entre las entidades del gobierno central, instituciones autónomas y municipalidades (gobierno local). 

Como parte de su acción cotidiana, el CNREE –junto a otras instituciones públicas- desarrolla toda una estrategia de cobertura nacional, enfocada hacia la sensibilización, información, capacitación y asesoramiento técnico a estas comisiones, garantizando el derecho de participación activa de las personas con discapacidad y sus organizaciones, en el proceso de formulación, ejecución y evaluación de sus planes y políticas institucionales. 

Para el cumplimiento de este importante objetivo estratégico, el CNREE también brinda soporte técnico y logístico a las personas con discapacidad y sus ONG’s para que participen activamente en estos procesos.

Si bien se está muy lejos de alcanzar el cien por cien de esta meta y no se cuenta con los recursos suficientes para una adecuada y permanente fiscalización del funcionamiento, los resultados y el impacto en la calidad de vida de las personas con discapacidad de la acción de estas comisiones, en los últimos años, es creciente el número de entidades públicas que han oficializado sus políticas y planes institucionales en materia de discapacidad. 

No obstante, por su carácter emblemático, entre las entidades públicas que ya cuentan con sus políticas y planes institucionales en discapacidad, se deben destacar: la Corte Suprema de Justicia,  el Tribunal Supremo de Elecciones (ambos casos se revisan más adelante en este capítulo), el Ministerio de Educación Pública, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Instituto Costarricense de Electricidad (entidad pública responsable del servicio de electricidad y telecomunicaciones) y el Instituto Nacional de Aprendizaje (entidad pública responsable de la formación para el empleo).

Por ejemplo, en el año 2002, mediante el Decreto Ejecutivo N° 30224, el Ministerio de Educación Pública crea el Centro Nacional de Recursos para la Inclusión Educativa (CENAREC), como herramienta para brindar el apoyo, el asesoramiento, los recursos, información, investigación y la capacitación dirigida principalmente a docentes, padres y madres de familia, para facilitar el proceso –iniciado desde la década de los años setenta- de inclusión de los estudiantes con necesidades educativas especiales, en el sistema de la educación regular. 

Al presente, en sólo cinco años de funcionamiento, el CENAREC ha capacitado a un poco menos del diez por ciento del total de la población docente del Ministerio de Educación Pública, con acciones de cobertura nacional.

Antecedentes importantes de esta acción son la promulgación de la Ley N° 7972 en el año de 1999, la que mediante un impuesto, crea la fuente de recursos financieros permanentes, crecientes y necesarios, para el desarrollo sostenible de las acciones del CENAREC y en el año de 1997 el Ministerio promulgó las “Políticas, Normativa y Procedimientos para el Acceso a la Educación de los Estudiantes con Necesidades Educativas Especiales” (Anexo 18), incluyendo la definición de procedimientos para la definición de las adecuaciones curriculares.   

Por otra parte, en el ámbito de acceso al trabajo, se debe consignar que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS), en el año 2001 creó la Unidad de Empleo para Personas con discapacidad y a finales del año 2006, la creación vía Decreto Ejecutivo de la Comisión Interinstitucional de Empleabilidad de las Personas con Discapacidad, de la cual también forma parte la representación de la empresa privada. Más información se puede consultar en el URL:

http://www.minstrabajo.go.cr/Informacion20General/Cartera%20de%20Servicios/Unidad%20de%20Discap
En el proceso de estandarización de especificaciones técnicas, con la participación activa de las ONG’s de personas con discapacidad y el CNREE, el Instituto de Normas Técnicas de Costa Rica (INTECO), ha elaborado más de veinte normas técnicas en diversos ámbitos de la accesibilidad entre los que se destacan el acceso al espacio físico y al transporte público. Más información se puede consultar en el URL: http://www.inteco.or.cr
Medidas para promover la inclusión de las personas con discapacidad en diferentes ámbitos: 

Las políticas, procedimientos, normativas y acciones mencionadas anteriormente, dan cuenta de algunas de las más importantes medidas que se han adoptado en Costa Rica paulatinamente para la reducción de la discriminación de acceso a los diferentes sistemas de la sociedad.
Al igual que el acápite anterior, el recuento que se expone a continuación no es en ninguna forma exhaustivo. Puede considerarse una lectura más específica de dichas acciones y se sustenta, principalmente en tres fuentes documentales: el “Estudio Básico de las necesidades y oportunidades de las personas con discapacidad en Costa Rica”; el estudio “La Discapacidad en Costa Rica: situación actual y perspectivas” y los informes de gestión del 2006 en discapacidad de algunas de las instituciones del Estado. 
Toda la información que se consigna es absolutamente verificable y se categoriza en grandes sectores.
Sector trabajo:

Además de las acciones estratégicas anotadas con anterioridad, desde hace varios años, el Ministerio de Trabajo y Seguridad  Social (MTSS), realiza una constante labor de divulgación de la Ley N° 7600, la Ley N° 7092 que crea un incentivo tributario para la contratación de personas con discapacidad y sobre el Convenio Nº 159 de la Organización Internacional del Trabajo. 

En el 2003 el MTSS impulsó una propuesta para reestructurar la plataforma de servicios, realizó la publicación de fascículos sobre derechos laborales y ejecutó acciones de capacitación y sensibilización.

En el ámbito del empleo, se debe destacar la permanente labor que realizan las ONG’s de personas con discapacidad, en la acción de colocación y adaptación de puestos de trabajo en el mercado formal del empleo y por otra parte, en la administración y operación de unos cuarenta talleres laborales para personas con discapacidad, los que a su vez son apoyados permanentemente por otras instituciones como el Ministerio de Educación Pública.

Finalmente, aplicando estrategias como las ferias de empleo, se reportan otras gestiones en materia de reclutamiento y selección de puestos en el mercado formal de trabajo para oferentes con discapacidad, el fortalecimiento del programa de crédito para el desarrollo microempresarial a cargo del CNREE y recursos para la adquisición de ayudas técnicas, entre otras.

Sector educación: 

Complementariamente a las acciones que directamente desarrolla el Ministerio de Educación Pública y el CENAREC, por su parte, en los últimos años el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), entidad pública responsable de la capacitación y formación para el empleo, ha ido adecuando sus programas de capacitación para tornarlos accesibles a las personas con discapacidad creando una unidad administrativa permanente, responsable de estas acciones.

Más recientemente, en los años 2003–2006 ha ejecutado varios proyectos en diferentes áreas de accesibilidad como eliminación de barreras en el espacio físico. Su Comisión Institucional en discapacidad impulsó un plan para la equiparación de oportunidades y se aplican múltiples adecuaciones curriculares y de acceso al currículum.

Por su parte, las cuatro grandes universidades públicas continúan fortaleciendo sus programas administrativos permanentes de servicios de apoyo (incluyendo: adecuaciones curriculares, intérpretes en lenguaje de Señas Costarricense, conversión de texto a Braille y audio, ayudas técnicas, bibliotecas y centros de documentación accesibles, rampas, elevadores, transporte en campus universitario, etc.) a las y los estudiantes con discapacidad, incrementándose, sostenidamente su matrícula, acceso, permanencia y promoción en la educación superior. 

Por ejemplo, en el año 2003, la Universidad Estatal a Distancia implementó un instrumento de investigación para evaluar el grado de conocimiento y sensibilización acerca del tema Discapacidad, realizó una evaluación del espacio físico y una propuesta para la accesibilidad a la información institucional, en cuenta de su portal WEB.

Sector salud:

En el año 2003 el Ministerio de Salud realizó modificaciones en la infraestructura como construcción de rampas de acceso, remodelación de servicios sanitarios e instalación de superficies antideslizantes, incorporó los lineamientos de la Ley 7600 y las nuevas normas técnicas, al instrumento de habilitación para permisos de funcionamiento. En el 2004, elaboró un proyecto para la instalación de rampas, realizó remodelaciones y reubicación de oficinas a espacios más accesibles.

Por su parte, la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) –entidad que administra y opera los servicios públicos de salud- promulgó en el año 2006 su política de acceso a la infraestructura del sistema nacional de clínicas, hospitales y centros de salud.

La CCSS junto al Instituto Nacional de Seguros, son los responsables de brindar servicios especializados en rehabilitación y de suministrar tratamientos, medicamentos y ayudas técnicas (órtesis y prótesis) a las personas con discapacidad. 

Adicionalmente, la CCSS es responsable de la administración de los principales programas de pensión en Costa Rica. Entre ellos se deben destacar el régimen de invalidez, vejez y muerte y el régimen no contributivo, que administra entre otras, las pensiones por parálisis cerebral infantil, así creadas por ley. 

Por razones estrictamente actuariales, el incremento del número y del monto de estas últimas, es objeto de disputa y denuncia por parte de las personas con discapacidad.

Desde el año 2005, JICA ha auspiciado el accionar del CNREE, particularmente en acciones de investigación que han permitido obtener un Diagnóstico claro y certero en materia de necesidades de la población con discapacidad así como en Servicios de Rehabilitación. Como paso siguiente, el pasado 23 de febrero del 2007, JICA y el CNREE firmaron un convenio de cooperación técnica con el fin de desarrollar un Proyecto de Rehabilitación basada en la Comunidad en la Región Brunca del país. Dicho proyecto tendrá una duración de 5 años y entre sus productos más importantes se espera la definición de un Sistema Nacional de Rehabilitación que coordine los esfuerzos que a nivel nacional desarrollen diferentes entidades públicas relacionadas con la educación, la salud, el empleo, el transporte, los servicios sociales, el espacio físico, con la participación fundamental de las personas con discapacidad, sus familias y sus ONG´s.

Sector vivienda:

Las estadísticas de este sector en los últimos años revelan un incremento en el acceso de las personas con discapacidad y sus familias en condición de pobreza, a los programas institucionales que otorgan subsidios para la adquisición de vivienda de interés social, tal y como se puede apreciar en la serie estadística que al respecto se presenta en la página 26 del Anexo 3, del total de subsidios para vivienda de interés social otorgados en el año 2004, el 7% fue destinado a personas con discapacidad y sus familias, número que ha venido en crecimiento sostenido desde el año 2004.

Es previsible un mayor incremento en el acceso a la vivienda de interés social para las personas con discapacidad y adultas mayores, mediante una importante reforma dada en el año 2006, al artículo N° 59 de la Ley N° 7052 de creación del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda.

Por su parte, el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, ha logrado algunos avances referidos a la incorporación de indicadores de acceso al espacio físico, lo anterior considerando que, la Ley N° 7600 establece que todos los proyectos de vivienda de interés social -financiados total o parcialmente con fondos públicos- deben diseñarse y construirse de conformidad con las normas de accesibilidad.

Comunicación e información:

El Instituto Costarricense de Electricidad, muestra un avance continuo y sistemático tendiente al cumplimiento de las disposiciones de la Ley N° 7600, en el sentido de que, en su carácter de ente público encargado de las telecomunicaciones, deberá garantizar a todas las personas el acceso a los aparatos telefónicos. 

Al respecto, se han ejecutado acciones concordantes con los indicadores de accesibilidad a la información y a la comunicación. Se han instalado teléfonos públicos accesibles, teléfonos con el sistema Braille incorporado y facturación en formatos accesibles para personas ciegas.

En lo referente al acceso al espacio físico, también se reportan avances en su plan institucional para la eliminación de barreras arquitectónicas y como se indicó en el acápite anterior, es una institución que cuenta con una política oficial de acceso a sus servicios públicos.

Por su parte, en el año 2003, la empresa estatal Correos de Costa Rica realizó la construcción de rampas de acceso, ampliación de servicios sanitarios e instalación de antideslizantes, y en el 2004 avanzó en las modificaciones en la infraestructura.

En el ámbito de los medios de comunicación masiva, se debe destacar que, a pesar de una acción legal interpuesta por las personas sordas y deficientes auditivas, aún son relativamente pocos los espacios informativos y noticiosos que cumplen con la norma de interpretación simultánea utilizando la Lengua de Señas Costarricense (LESCO) y aún menos los portales web de las instituciones públicas que cumplen plenamente con las normas de acceso a Internet. Esto previsiblemente deberá modificarse con la reciente implementación del gobierno digital, en el 2006.

Otros ámbitos:

El Ministerio de Hacienda, en el año 2003 realizó cambios para la accesibilidad de la página WEB, modificaciones en edificios como rampas y baños accesibles. 

El Ministerio de Ambiente y Energía en el 2003 realizó modificaciones para mejorar el acceso en los Parques Nacionales y Reservas tales como nivelación del terreno, remodelación de servicios sanitarios y en el 2004 mayor accesibilidad en los senderos, construcción de rampas de acceso a los baños, entre otras.

El Instituto Mixto de Ayuda Social –entidad responsable del tema pobreza- desde hace muchos años reporta el otorgamiento de recursos económicos y técnicos a personas con discapacidad que viven en condiciones de pobreza.  Además paulatinamente ha ido acondicionando su infraestructura como baños, rampas y la colocación de una botonera Braille en los ascensores de su edificio principal.

Por su parte, en el ámbito de la banca y las finanzas, los más importantes bancos estatales, Banco Nacional de Costa Rica y Banco de Costa Rica han llevado a cabo la construcción de rampas de acceso y servicios sanitarios, capacitación a sus funcionarios sobre las necesidades y la atención de las personas con discapacidad en cuenta en el uso del LESCO.

En cuanto a la instalación de cajeros accesibles para las personas ciegas, esta tarea aún es lenta y el Banco Central de Costa Rica –ente emisor y responsable de la política monetaria y cambiaria- apenas está probando el diseño de nuevo papel moneda diferenciado por tamaño de acuerdo al valor monetario de cada billete.  

La Refinadora Costarricense de Petróleo (RECOPE), en el 2003 elaboró información en Braille, publicidad con mensajes en LESCO, equipo especial de cómputo para la lectura de texto con voz, demarcación de parqueos, habilitación de rampas de acceso y servicios sanitarios. En el 2004 continuó con la adaptación de servicios sanitarios y construcción de rampas, ampliación de aceras.

El Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación (ICODER) en el 2003 ejecutó la construcción de rampas de acceso y baños adaptados, En los años siguientes ha avanzado en la accesibilidad a los parques recreativos y en el diseño y construcción de instalaciones deportivas con la normativa de accesibilidad de la Ley N° 7600.

En el año 2001 se aprobó una ley que garantiza espacios accesibles a las personas con discapacidad en los espectáculos públicos.

La Compañía Nacional de Fuerza y Luz, en el 2003 elaboró un estudio para determinar las barreras arquitectónicas, ideó directrices para la emisión de información en braille, adaptaciones de servicios sanitarios, construcción de rampas y ampliación de aceras. Este proceso ha venido avanzando. 

El Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) en el 2003 llevó a cabo la construcción de rampas de acceso y en el 2006 presentó su portal web accesible.

Gobiernos Locales (Municipalidades)

Como ya se dijo anteriormente, de conformidad con la división político/administrativa de Costa Rica, existen ochenta y un cantones y por tanto, igual número de gobiernos locales o municipalidades.

En este ámbito, los servicios se concentran en el área de acceso al espacio físico, construcción de rampas, demarcación de estacionamientos exclusivos, acondicionamiento vial de estaciones terminales de autobuses y aceras, divulgación de la Ley N° 7600 y en algunos casos se ofrecen servicios directos a las personas con discapacidad. Algunos gobiernos locales ofrecen apoyo a la gestión de las ONG’s de personas con discapacidad y coordinan proyectos específicos.

Es muy oportuno recordar que, como se indicó anteriormente, los gobiernos locales, también han constituido un gran número de comisiones municipales de accesibilidad (más de 45 comisiones a nivel nacional), en las cuales, participa activamente la ciudadanía con discapacidad.

Medidas adoptadas para asegurar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad así como el acceso a los mecanismos de seguridad ciudadana, y participación política:

Como se verá, el proceso de acceso a la justicia tuvo un hito sobresaliente, originado por un Recurso de Amparo interpuesto por las personas con discapacidad, contra la propia Corte Suprema de Justicia.
No obstante, con la aprobación de la Corte Plena, el Presidente del Poder Judicial y la Comisión Institucional en materia de discapacidad del Poder Judicial, presentaron oficialmente en el año 2006, su “Declaración de Política de Igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial”.
Simultáneamente, con el apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo, el Poder Judicial ha propuesto un ambicioso plan de accesibilidad a los servicios de justicia, que entre múltiples acciones incluye: un Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades  2007-2011, Directrices para Reducir la Revictimización de Personas en Condición de discapacidad en Procesos Judiciales –tanto para adultos como para niños y niñas- Accesibilidad y Diseño Universal, una Guía para el diseño de Sitios WEB del Poder Judicial e incluso un Manual para la Evaluación de la Accesibilidad para las Personas con discapacidad en los Servicios del Poder Judicial. Abundante información acerca de la Política y el Plan se puede consultar en el URL: www.poder-judicial.go.cr/accesibilidad 
Acciones de sensibilización y de capacitación dirigidas a jueces y otros operadores del sistema nacional de justicia se realizan continuamente desde el año 2002.
En lo que se refiere a seguridad ciudadana, el Ministerio de Seguridad Pública ha desarrollado un intenso programa de capacitación a oficiales en aspectos como la comunicación con las personas con discapacidad y sus principales necesidades, especialmente en protección, acceso a la información y apoyo en la orientación.  
Sobre la participación política, en teoría, todos los partidos políticos deben incluir en sus agendas y plataformas programáticas los derechos y las aspiraciones de las personas con discapacidad. 
Desde finales de los años ochenta, los partidos políticos han incorporado la perspectiva de la discapacidad en su acción programática. Por ejemplo, en referencia a los dos partidos tradicionales que han gobernado Costa Rica desde mediados del siglo pasado, el Partido Unidad Social Cristiana creó una Secretaría para la discapacidad y el Partido Liberación Nacional hizo toda una propuesta en su congreso ideológico  de 1990.
Por su parte, en 1994 el gobierno creó el cargo de Asesor del Presidente de la República para los Asuntos de la Población con Discapacidad –entre 1994 y 1998 se ocupó un asiento en el Consejo de Gobierno- y en el último proceso electoral del año 2006, mediante una fiscalización con perspectiva de discapacidad que realizaron en conjunto el CNREE y las personas con discapacidad y sus organizaciones –una acción similar se realizó para las elecciones del 2002- al preguntarles a las y los ciudadanos con discapacidad si los partidos políticos contemplan sus necesidades en sus propuestas y propaganda, dos de cada tres encuestados respondieron negativamente. 
Esta percepción acerca de la baja o nula preocupación de los partidos políticos respecto de la discapacidad, se contrasta con el discurso de la clase política, que asegura lo contrario. 
Este dato es especialmente significativo a la luz de los resultados de las últimas cuatro elecciones nacionales en Costa Rica, donde los márgenes de diferencia de votos han sido reducidos, el abstencionismo es creciente o al menos constante y al participar por primera vez, una nueva agrupación política llamada: “Partido Accesibilidad Sin Exclusión”, elige un diputado con discapacidad al Parlamento, teniendo como su plataforma programática y electoral, los derechos de las personas con discapacidad y adultas mayores. 
Además, para las Elecciones Nacionales de 1998, el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE), estableció el voto semipúblico y otras medidas de apoyo para la población con discapacidad y posteriormente, se inició un proceso de asesoría a dicha entidad, de la cual se obtuvo, como uno de sus subproductos, el documento "El voto de los costarricenses y las costarricenses con discapacidad", divulgado a los partidos políticos y a funcionarios/as que seleccionarían los centros de votación para las elecciones del 2002.

Asimismo, para las elecciones del 2006, se desarrolla un proceso de capacitación de operadores/as electorales a cargo del programa electoral: Equiparación de Condiciones  para el Ejercicio del Voto del TSE, que junto al CNREE elaboraron el “Protocolo: Proceso Electoral Costarricense Accesible a las Personas con Discapacidad y Adultas Mayores”, que contiene un conjunto de normas y recomendaciones prácticas que se aplicarían antes, durante y después del día de las elecciones,  para mejorar las condiciones de accesibilidad al entorno electoral. 

En consecuencia, un significativo número de funcionarios/as del TSE, representantes de los partidos políticos y otros operadores electorales a escala nacional, fueron capacitados en estos nuevos procedimientos. Una versión electrónica del protocolo se puede descargar en: http://www.tse.go.cr/eq_cond_prot.htm



En el ámbito de la participación ciudadana, como se indicó anteriormente, las personas con discapacidad y sus organizaciones, participan activamente en los procesos de formulación, ejecución y evaluación de políticas y planes institucionales en discapacidad, mediante el ejercicio de su derecho de participación en las CIMAD. 

Al respecto, también se debe señalar que, la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos –entidad responsable de la fijación de las tarifas de los servicios públicos- ha impulsado acciones para que las personas con discapacidad tengan acceso a todas las actividades, además adquirió una transformadora de texto en Braille y a audio, ejecutó la construcción de rampas de acceso al edificio, señalización en puertas e instalación de bandas antideslizantes en las gradas, traducción de la ley y el reglamento de la ARESEP y resoluciones en braille y en audio y ha ejecutado modificación de estructuras en su edificio principal.

En este mismo sentido, la Defensoría de los Habitantes de la República (Ombudsman), permanentemente también ejecuta acciones de divulgación, promoción y defensa de los derechos humanos de las personas con discapacidad.

Medidas adoptadas para capacitar a funcionarios públicos:

Es importante tomar en cuenta que, si bien al momento de promulgación de la Convención, se hicieron algunas acciones específicas  de información y capacitación, hablando en términos paradigmáticos, el instrumento es parte de la oferta de capacitación del CNREE, que, entre otros contenidos incluye: normativa internacional y nacional en discapacidad, mecanismos de exigibilidad de derechos (incluyendo el sistema interamericano de protección de derechos humanos), institucionalidad pública (incluyendo las entidades de control y fiscalización), enfoque de derechos humanos de las personas con discapacidad, paradigmas, etc. Por esta razón, el énfasis ha estado dirigido a producir impacto en el entorno. En este contexto, se trata de acciones dirigidas principalmente a mejorar el acceso a los servicios públicos, lo que es congruente con los contenidos de los temas incluidos en esta oferta y como componente, la Convención.

Políticas públicas en prevención y rehabilitación: 

En Costa Rica existen servicios de rehabilitación desde la década de los años cincuenta del siglo XX. No obstante, a pesar de los esfuerzos realizados, estos siguen siendo altamente centralizados. 

Por cierto que esta es una causa de denuncia de las personas con discapacidad y sus organizaciones y es una tarea pendiente para la seguridad social costarricense, puesto que de conformidad con lo establecido en la Ley Nº 7600, estos servicios deben estar disponibles desde el primer nivel de atención en salud. 

En todo caso, la primera política en rehabilitación se dictó en el año 1987 y en el año 2006 se promulga la “Política Nacional de Rehabilitación”, para el período 2007-2017. 

Esta nueva política está sustentada en el enfoque de Derechos Humanos y operativizada mediante un conjunto de políticas públicas, dirigidas a resolver problemas y situaciones relacionadas con el tema de la discapacidad y el subtema de rehabilitación.  

Por otra parte, el tamizaje neonatal permite detectar y tratar a tiempo ciertas enfermedades que provocan retardo mental y otras discapacidades. La así conocida “prueba del talón” se practica sistemáticamente en Costa Rica desde 1990, año en que se inició el Programa Nacional de Tamizaje Neonatal del Hospital Nacional de Niños de la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS). 

Mientras que a octubre del 2003 se habían tamizado 778.814 recién nacidos y se había detectado y tratado con éxito a 307 niños, para el 2004 se alcanzó una cobertura de 97,3%, posibilitando la detección precoz de 17 enfermedades congénitas. Para el 2006, un total de 450 familias han recibido los beneficios de este programa a cargo del Centro Nacional de Prevención de Discapacidades.

Información y registros sobre la violación de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad.
Como parte de los contenidos de la oferta de capacitación y asesoría que principalmente el CNREE y otras instituciones como la Defensoría de los Habitantes de la República (DHR) han brindado a las personas con discapacidad, sus familias y sus organizaciones, se contempla la temática de los mecanismos de exigibilidad  de derechos y las  instituciones de control.

Todo esto se inscribe en el permanente proceso de construcción de una cultura de participación ciudadana y rendición de cuentas.

En este sentido, a la ciudadanía con discapacidad, permanentemente se le ha ido instruyendo en sus derechos y deberes ciudadanos, en cuenta en cómo y cuándo activar estos procedimientos, precisamente cuando las instituciones no satisfacen sus necesidades y por tanto, se ve en la obligación ciudadana de exigirles respeto a sus derechos y rendición de cuentas sobre sus actos u omisiones en materia de discapacidad. 

En el caso de Costa Rica, algunas  de las principales instituciones de control son: la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, tribunales comunes, Asamblea Legislativa (control político), Contraloría General de la República (tribunal de cuentas), Defensoría de los Habitantes de la República (Ombudsman), Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, Contralorías de Servicios (todas las instituciones), Ministerio de Trabajo (Inspección de Trabajo) y en el Ministerio de Obras Públicas y Transporte (Consejo de Transporte Público).

Del mismo modo, se le ha instruido a la ciudadanía con discapacidad en que, una vez agotadas las vías administrativa y judicial en Costa Rica, se puede recurrir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a través de la Comisión interamericana de Derechos Humanos.

En este contexto, entre las más importantes instituciones de control, se debe destacar a la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, creada en 1989 y cuyo principal objetivo es garantizarles a las y los ciudadanos el ejercicio pleno de sus derechos humanos, constitucionales y libertades  fundamentales, ante los actos y omisiones de las instituciones públicas. 

En Costa Rica existen 3 instrumentos fundamentales para la protección de estos derechos  que son: el Recurso de Amparo, el  Recurso de Hábeas Corpus y la Acción de Inconstitucionalidad

El Recurso de Amparo protege los derechos fundamentales consagrados en la Constitución Política y en los Convenios y Tratados Internacionales de Derechos Humanos, incluyendo desde luego a la Convención. 

Partiendo de que un Recurso de Amparo se puede presentar ante las violaciones a los derechos constitucionales y los derechos humanos producidas por actos u omisiones administrativas de las y los funcionarios públicos e instituciones del Estado, a continuación se presenta, en el Cuadro 6, un resumen de los Recursos de amparo que han interpuesto las personas con discapacidad, a partir de 1990, fecha en que se crea la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia:   

Cuadro 6

Número de Recursos de amparo interpuestos ante la Sala Constitucional

Por personas con discapacidad, 1998-2007

	Año
	# de Recursos

	1998
	2

	1999
	5

	2000
	8

	2001
	6

	2002
	6

	2003
	6

	2004
	17

	2005
	16

	2006
	41

	2007
	9

	TOTAL:
	116


Fuente: Elaboración propia del CNREE  con base a las estadísticas de la

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

En el Cuadro 7, se muestra la distribución de los Recursos de Amparo interpuestos por ámbito de la accesibilidad, en el mismo período.

Cuadro 7

Distribución de Recursos de Amparo por ámbito de la accesibilidad 1998-2007

	Ámbito de la accesibilidad
	# de Recursos de Amparo

	Espacio físico 
	61

	Transporte público
	21

	Información y comunicación
	19

	Trabajo 
	7

	Educación 
	4

	Cultura, deporte y recreación
	2

	Reforma a la Ley 7600
	1

	Derecho de acceso con perros guía 
	1

	TOTAL:
	116


Fuente: Elaboración propia del CNREE  con base en las estadísticas de la 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

Al respecto, un breve análisis de esta información estadística revela que, la mayor concentración de las demandas, se encuentran en los ámbitos de la accesibilidad al espacio físico, transporte público e información y comunicación.

Por otra parte, al igual que el resto de la ciudadanía costarricense, a partir del momento en que la Sala Constitucional abre sus puertas en 1990, las personas con discapacidad empiezan a cobrar conciencia acerca de la importancia de este máximo tribunal jurisdiccional y activan el mecanismo del Recurso de Amparo para demandar el respeto a sus derechos humanos y constitucionales.

Un hito importante en este proceso es que, con la promulgación de la Ley N° 7600 en 1996 y su Reglamento en 1998, empieza a aumentar las demandas de las personas con discapacidad.

Asimismo, es muy significativo que, coincidiendo con el vencimiento en el año 2003 de la mayoría de las disposiciones transitorias que esta ley estableció y  a su vez, con el inicio del programa de políticas Públicas y Participación Ciudadana del CNREE en el año 2005, los Recursos de Amparo interpuestos ante la Sala Constitucional, se incrementa considerablemente. Como se verá más adelante, algo similar revelan los datos relativos a las denuncias que se interponen ante la Defensoría de los Habitantes de la República (DHR), cuyo nacimiento se da en el año de 1993. 

Mientras tanto, es significativo comentar brevemente al menos tres Recursos de Amparo interpuestos por las personas con discapacidad y sus organizaciones.

En primer lugar, el 3 de diciembre del año 2000, conmemorando el Día Internacional de las Personas con Discapacidad, un grupo de ciudadanos interpone un Recurso contra la Corte Suprema de Justicia, el cual fue coadyuvado por la DHR.

En este caso se argumentó que la inaccesibilidad al espacio físico de la sede principal de la Corte Suprema de Justicia –ubicada en San José, capital de Costa Rica- se constituye en una violación a su derecho humano y constitucional de igualdad ante la justicia puesto que es una barrera que puede convertirse en una restricción y negación de acción jurídica. 

En una sentencia histórica –tal vez muy invisibilizada por tratarse del tema discapacidad-  la Sala Constitucional condena a la propia Corte Suprema de Justicia y le ordena adecuar el espacio físico de todas sus instalaciones nacionales, no sólo la de su sede principal. Este proceso está en marcha.

En segundo lugar, en un caso infrecuente en los anales de los procesos electorales en Costa Rica, una organización de personas ciegas interpone un Recurso de Amparo Electoral contra el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE).

En efecto, uno de los hitos más importantes en materia de ejercicio de los derechos civiles y políticos de las y los ciudadanos con discapacidad, lo constituyó el Recurso de Amparo Electoral interpuesto por un grupo de electores ciegos y deficientes visuales contra el TSE, argumentando que el formato de las papeletas empleadas en el proceso electoral, les impide votar secretamente y por tanto, deben sufragar públicamente o con asistencia personal.

Si bien hubo antecedentes en el pasado, en las elecciones del año 2006, se cuestiona directamente al TSE en el tema del diseño y formato de las papeletas de votación, en relación con el mandato del artículo Nº 93 de la Constitución Poítica y demás legislación electoral relativa al “voto directo y secreto”.   

Al final, el Recurso de Amparo Electoral fue rechazado de plano
, pero no cabe duda que esta acción contribuyó a visibilizar ante la opinión pública una situación que en la práctica afecta a un grupo importante de electores, que incluye a otros ciudadanos que no manifiestan discapacidades visuales, que también se ven afectados en el pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos por las dificultades de acceso al voto que les impone el diseño de la papeleta.

No obstante, a pocas horas de abrirse las urnas, generando incertidumbre, el TSE no oficializó
 pero tampoco impidió el empleo de plantillas en Braille -sistema de lecto escritura utilizado por personas ciegas- confeccionadas por las propias personas con discapacidad.

El empleo de esta ayuda técnica de baja tecnología y costo insignificante, en la práctica demostró en primer lugar que, algunos electores alfabetizados en el sistema Braille -que no son todas las personas ciegas y deficientes visuales-pueden emitir su voto en condiciones de estricto apego a la norma constitucional y al principio de la autonomía personal, vale decir, en secreto. 

En segundo lugar, esta restricción a los derechos políticos de la ciudadanía con discapacidad, bien puede ser solventada con una decisión de carácter administrativo por parte del organismo electoral. Así quedó demostrado en las elecciones municipales de diciembre del mismo año, cuando el TSE emitió las guías en Braille, para ser utilizadas  sobre las papeletas de votación convencionales.

Finalmente, el tercer caso se refiere al incumplimiento de la disposición transitoria de la ley N° 7600 sobre la adecuación, en un plazo máximo de diez años, de la totalidad de la flota nacional de autobuses. Este plazo asignado por la ley se cumplió el 29 de mayo del 2006 y para ese entonces, según cifras no oficiales, el número total de autobuses accesibles no excedía el 12%. 

En efecto, al cumplirse este plazo, un proyecto de ley fue presentado a la corriente legislativa, tendente a reformar el artículo No. 46 de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. Esta iniciativa, contenida en el expediente legislativo N° 15.967, en lo sustantivo, pretendió reducir el total de autobuses accesibles a las personas con discapacidad, de un 100 % a un 8%.

Argumentando que el contenido de este proyecto de ley, incuestionablemente atentaba contra el derecho humano y constitucional de libertad de tránsito y conexamente contra otros derechos establecidos en los tratados internacionales de derechos humanos y en particular, en la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad; así como que en caso que esta iniciativa se convirtiera en ley de la República, el Estado costarricense podría ser acusado por las organizaciones de personas con discapacidad ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, por ser considerada como regresiva, un grupo de personas con discapacidad, consiguió el apoyo de varios legisladores, quienes presentaron ante la Sala Constitucional una Consulta Facultativa acerca del carácter constitucional de esa reforma, la cual fue rechazada, lo que  finalmente permitió la reforma a la ley, estableciendo un nuevo plazo de ocho años para completar el cien por ciento de accesibilidad a los autobuses.

Si bien el Estado costarricense públicamente ha admitido su responsabilidad en el incumplimiento de esta acción estratégica, no obstante el proceso aún es lento dado que, a pesar de que las previas Resoluciones 340-2004 y 5895-2005 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Transporte Público del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, aún no emite el necesario manual técnico para la revisión de los autobuses, en estricto apego a la normativa técnica de accesibilidad al transporte público y a los derechos de las personas con discapacidad.     

Por otra parte, a diferencia de las sentencias de la Sala Constitucional, las recomendaciones de la DHR (Ombudsman), no son vinculantes, aunque el funcionario o institución que persista en el incumplimiento de sus deberes si puede ser sancionado. 

El Cuadro 8, muestra el número de denuncias interpuestas por las personas con discapacidad en la DHR desde 1996.

Cuadro 8

Número de denuncias interpuestas ante la Defensoría de los Habitantes 

por personas con discapacidad, 1996-2006

	Año
	# de Denuncias

	1996
	15

	1997
	28

	1998
	39

	1999
	--

	2000
	27

	2001
	46

	2002
	57

	2003
	85

	2004
	95

	2005
	124

	2006
	169

	Total:
	714


Fuente. Elaboración propia del CNREE con base en las estadísticas de la DHR. 

Los principales ámbitos de las denuncias presentadas ante la DHR se relacionan con la accesibilidad al espacio físico y con actos de discriminación en los servicios de educación y salud.  

Al igual que ocurre con el comportamiento de los Recursos de Amparo, se muestra un incremento de las denuncias a partir de los años en que se promulgan la Ley N° 7600, su Reglamento y la Convención. 

Medidas adoptadas para crear conciencia sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad:

El principio de la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, ha sido el eje central de la estrategia de comunicación y mensaje en las campañas y acciones de concienciación dirigidas, por parte del CNREE y de otras instancias, hacia distintos perceptores de la opinión pública costarricense.

No obstante, principalmente por sus costos, estas campañas no son tan frecuentes, intensivas y sostenibles como se amerita.

Por tanto, el principio de no-discriminación se ha constituido en la idea central de mensajes audiovisuales para difusión en televisión, así como mensajes radiofónicos en formato de cuña y de microprograma.  Igual importancia ha tenido este tema en la producción y pauta de mensajes radiofónicos.

Teniendo como antecedente una intensa campaña que se desarrolló con la promulgación de la Ley N° 7600, ha habido otros dos momentos culminantes en la difusión de este tipo de mensajes por medios de comunicación masiva.  El primero en el 2004, cuando se realizó una serie de microprogramas radiofónicos pautados en la emisora líder en temas noticiosos.

El otro momento fue en el 2006, al conmemorarse el décimo aniversario de la promulgación de la Ley N° 7600, cuando se produjeron 2 comerciales para televisión y dos cuñas para radio, las cuales tuvieron como eje central el mostrar situaciones de participación sin discriminación por parte de personas con discapacidad en varios ámbitos de la realidad cotidiana.

De igual manera esta temática ocupa parte de los mensajes difundidos a través del calendario institucional que anualmente ha emitido el CNREE desde mediados de la década de los años noventa (Anexos 19)

En otros momentos también se ha difundido esta temática. En varias campañas gráficas anuales se han impreso folletos sobre maneras no discriminantes de relacionarse con personas con  discapacidad.

Otro tipo de acciones desarrolladas y relacionadas con los medios de comunicación, han sido las labores de constante sensibilización dirigidas tanto a comunicadores de medios masivos, como los responsables de la información en las instituciones públicas.

Desde actividades masivas como un seminario iberoamericano  sobre prensa y discapacidad realizado en el año 2004, pasando por seminarios nacionales para periodistas de medios regionales, hasta llegar a acciones puntuales y personalizadas, han sido herramientas para promover en los comunicadores masivos el abordaje y redacción de notas sin potenciar paradigmas de discriminación, históricamente presentes en la sociedad y simbólicamente reproducidos en los medios masivos.

Por otra parte, dos acciones han de destacarse provenientes de otras instancias distintas al ente rector, ambas desarrolladas por bancos estatales, que valga la acotación, son de por si de los mayores anunciantes del mercado publicitario costarricense, lo que le da un valor agregado a los mensajes.

El Banco de Costa Rica, el segundo en tamaño en el país, acogió como propia una campaña para promover el derecho de los atletas con discapacidad a competir en los Juegos Paralímpicos del año 2006.  Esta campaña tuvo como enfoque la no-discriminación de estos atletas en medio del panorama del olimpismo nacional y se produjeron vallas de publicidad exterior, anuncios de prensa y comerciales de televisión.

En el caso del Banco Nacional de Costa Rica, el de mayor tamaño en el país, por medio de su Comisión Institucional en Materia de Accesibilidad y Discapacidad, ha desarrollado campañas internas promoviendo la no-discriminación del cliente bancario con discapacidad en sus distintas agencias y sucursales.  Lo anterior lo ha desarrollado mediante mensajes gráficos y telemáticos mediante su intranet.

Por su parte, en su condición de ente  rector en discapacidad, el CNREE realiza desde hace muchos años, un monitoreo diario de los principales medios de comunicación y a pesar de que en muchos aún persiste una visión asistencial de la discapacidad, lo cierto es que cada vez más se producen mensajes positivos sobre la discapacidad, cuyo tratamiento periodístico es paradigmáticamente más apropiado.

Finalmente, se debe destacar el esfuerzo que en los últimos quince años han realizado diferentes productores con discapacidad por darle contenido y sostenibilidad a programas radiofónicos y televisivos, cuyo objetivo es la divulgación de los derechos, las necesidades y aspiraciones de la población costarricense con discapacidad.
Medidas presupuestarias:

En este sentido, en los últimos períodos fiscales, el Presidente de la República y el Ministerio de Hacienda, con el propósito de “Que para garantizar las metas fiscales y el uso racional de los recursos públicos, se hace necesario establecer directrices que regulen el crecimiento del gasto público, en concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo y las proyecciones macroeconómicas elaboradas por el Ministerio de Hacienda (MH) y el Banco Central de Costa Rica (BCCR)”, han emitido las correspondientes medidas presupuestarias.
En este contexto, se debe destacar que, entre las medidas que se han dictado en materia de política presupuestaria, vinculantes para todas las entidades públicas, ministerios y demás órganos del Estado, se establece un límite máximo para el crecimiento del gasto presupuestario, respecto del autorizado para el período fiscal inmediato anterior.
Por ejemplo, según se hace constar en el inciso Nº 13 del artículo 2° del Decreto Ejecutivo Nº 32973-H (Anexo 20), en el cual se fija el límite presupuestario para el año 2007, entre las excepciones que esta política presupuestaria establece, se incluye todos los “Recursos orientados a proyectos y programas en apoyo a la Ley Nº 7600 Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”.
En otras palabras, el Estado costarricense ha definido que la accesibilidad de las personas con discapacidad a los bienes y servicios públicos,  es prioritaria y por tanto, los recursos presupuestarios, de todas las instituciones, destinados a este propósito,  pueden exceder los límites fiscales que se imponen a todo el conjunto de la administración pública.

Más aún, la Contraloría General de la República –tribunal de cuentas de Costa Rica- responsable de fiscalizar la adecuada financiación y la correcta inversión de los recursos públicos, tiene la autoridad -y así la ha ejercido- de desaprobar el presupuesto de las entidades sujetas a su fiscalización por no incluir los recursos necesarios para el cumplimiento de las normas de accesibilidad a los servicios públicos para las personas con discapacidad, establecidas tanto en la Ley N° 7600 como en la propia Convención. 

Como ya se mencionó, la Ley N° 7972 crea una fuente de financiamiento para que el CENAREC desarrolle acciones de capacitación de docentes, pero además, provee financiamiento para la sostenibilidad del programa de Servicios de Convivencia Familiar, creado a su vez mediante el Decreto Ejecutivo N° 27006-MEP de 1998.

Este programa crea la modalidad de Hogares Grupales, Residencias Privadas, Familias Solidarias y Hogares Unipersonales, para brindar servicios sustitutivos de cuido familiar a personas con discapacidad adultas en situación de abandono y/o riesgo social, provenientes, entre otros, de albergues del Patronato Nacional de la Infancia –entidad pública responsable de los menores de edad en estado de abandono-. El programa, nacido en 1998 con 11 beneficiarios, ya para el 2006 contaba con 650 personas con discapacidad en situación de abandono. El presupuesto para el 2007 de este programa y el de pobreza y discapacidad, es de aproximadamente de US$ 2.8 millones.

Por otra parte el presupuesto del CNREE para el 2007, en materia de rectoría, que incluye acciones de capacitación, asesoría, fiscalización, información y otros, es de US$ 1.2 millones.

Se debe destacar que, desde hace muchos años, la Junta de Protección Social de San José (JPS) –entidad pública responsable de la administración de las loterías nacionales- transfiere a las ONG´s de personas con discapacidad anualmente montos superiores a los US$ 500.000, que se destinan a la construcción de infraestructura y compra de mobiliario y equipo, así como de la adquisición de ayudas técnicas.

Asimismo la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) y el Instituto Nacional de Seguros, por concepto de órtesis, prótesis, tratamientos, medicamentos y otros servicios de apoyo y ayudas técnicas, destinan muchos millones de dólares al año en sus presupuestos. 

En el presente, no es posible determinar el monto de los recursos asignados en todos los diferentes presupuestos institucionales para el cumplimiento de los derechos establecidos en la Convención y demás normativa vigente en discapacidad, ni tampoco ejercer la completa y adecuada fiscalización de su uso e impacto. Esta es una importante tarea pendiente para la institucionalidad costarricense.

Consciente de esta situación, el CNREE ha iniciado el proyecto de creación del Observatorio de la Discapacidad, que precisamente procura compilar y sistematizar todas las acciones que en esta materia se desarrollan en el ámbito nacional, producir investigación especializada, mantener registros estadísticos actualizados, transferir información a la sociedad y al Estado y servir de insumo para la planificación de los servicios públicos con perspectiva de discapacidad.

Dificultades que afecten el grado de cumplimiento de la Convención 

Las más importantes dificultades que afectan el grado de cumplimiento de la Convención y demás derechos de las personas con discapacidad incluyen:

· Falta de voluntad política de algunos jerarcas para cumplir con lo establecido en la políticas públicas y en la legislación, por ejemplo, incumplimiento del Ministerio de Obras Públicas y Transportes en la exigibilidad de la norma que establece la accesibilidad al 100% de la flota nacional de autobuses; 

· Falta de mayor cantidad de recursos humanos y financieros;

· Débil rectoría política y capacidad de fiscalización por parte del CNREE por cuanto su marco legal y en particular la falta de reconocimiento público de esa misión lo inhibe para cumplir eficazmente esa responsabilidad. Como se mencionó anteriormente, actualmente se está en el proceso de proponer una reforma a su ley orgánica; 

· Insuficiente información y conciencia de la sociedad en cuanto a derechos y necesidades de las personas con discapacidad;

· Ausencia de alianzas estratégicas con sectores cuyo ámbito de acción está relacionado con otras poblaciones consideradas igualmente vulnerables (mujeres, niñez y adolescencia, adultos mayores, pueblos indígenas, afro-costarricenses y migrantes);

· Falta de conciencia de las organizaciones de derechos humanos sobre la situación de exclusión de las personas con discapacidad;

· Débil articulación de una plataforma política común del movimiento de personas con discapacidad.

Otras medidas adoptadas por el Estado costarricense en materia de discapacidad

Con relación a las organizaciones de la sociedad civil especializadas en materia de discapacidad, se encuentran legalmente constituidas e inscritas en la base de datos del CNREE aproximadamente un total de 108 asociaciones y fundaciones, distribuidas en todo el territorio nacional y de todo tipo de discapacidad, unas orientadas hacia la prestación directa de servicios, otras hacia la promoción y colocación laboral de personas con discapacidad y otras hacia la promoción y defensa de derechos. 

Asimismo, existen dos Federaciones que agrupan algunas de las organizaciones incluidas en el listado antes mencionado, el cual puede ser consultado en el URL: http://www.cnree.go.cr/organizaciones.htm. 

Se debe destacar que, de conformidad con el Artículo 12 de la Ley N° 7600, las ONG´s de personas con discapacidad cuentan con una representación de 4 miembros, equivalente al 25% de la totalidad de los puestos de la Junta Directiva del CNREE. En el 2007, uno de estos representantes ocupa la Presidencia de este Órgano Colegiado.

Con relación a la participación de las ONG´s costarricenses en el proceso de formulación de la propuesta de Convención Internacional sobre los derechos y dignidad de las personas con discapacidad, promovida por las Naciones Unidas, representantes del movimiento de personas con discapacidad y miembros de la Junta Directiva del CNREE fueron parte de la legación costarricense que intervino en todas las reuniones de trabajo de la Comisión ad hoc.

Por otra parte, y de conformidad con esta misma disposición legal, se creó el Comité de Información de organizaciones de personas con discapacidad (COINDIS), cuyos miembros son electos en Asamblea General de ONG´s de personas con discapacidad. El objetivo principal del Comité es el de brindar información actualizada sobre discapacidad a las ONG´s de personas con discapacidad, en particular, y a la sociedad costarricense, en general. Para el 2007 el presupuesto asignado es de US$ 50.000.

Representantes de las personas con discapacidad y de sus ONG´s, empoderados de sus derechos ciudadanos, participan activamente en negociaciones políticas de alto nivel y a su vez son parte de Comisiones institucionales en materia de discapacidad (CIMAD). 

Por último, y con relación al funcionamiento y financiación de las ONG´s de personas con discapacidad, el Estado costarricense, a través del CNREE, el Instituto Mixto de Ayuda Social, la Junta de Protección Social de San José, el Ministerio de Educción Pública, algunos gobiernos locales, y el Consejo de Asistencia Técnica Médico Social del Ministerio de Salud, anualmente transfieren recursos humanos y financieros a muchas ONG´s de personas con discapacidad, para el desarrollo de servicios y proyectos que administran y operan directamente.

Respecto al tema de la Cooperación Internacional existe ya una larga trayectoria de asistencia técnica y financiera con las Agencias de Cooperación Internacional de naciones como España y Japón, así como con organismos regionales como la OPS y el GLARP. No obstante, y a pesar de ser parte Costa Rica de la Red Intergubernamental Iberoamericana de Cooperación Técnica en materia de discapacidad (RIICOTEC), al momento de presentarse este informe en el 2007, no se ha participado en ninguna acción bilateral o multilateral concreta, enfocada hacia el cumplimiento de la Convención. 

ANEXOS

Anexo 1: Ley  Nº 7948 del 22 de noviembre de 1999, “Ratificación de la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad”.



Anexo 2: Ley N° 5347 de 1973, “Creación del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial”.


Anexo 3: Estudio Básico sobre las necesidades y oportunidades de las personas con discapacidad en Costa Rica.
Anexo 4: La discapacidad en Costa Rica: situación actual y perspectivas.
Anexo 5: Ley N° 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad.



Anexo 6: Ley N° 7092 sobre el impuesto a la renta, la cual establece un incentivo fiscal en favor de los empleadores que contraten personas con discapacidad.


Anexo 7: Decreto Nº 26831-MP, Reglamento a la Ley N° 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad.



Anexo 8: Ley Nº 7972 Creación de cargas tributarias sobre licores, cervezas y cigarrillos para financiar un plan integral de protección y amparo de la población adulta mayor, niñas y niños en riesgo social, personas discapacitadas abandonadas, rehabilitación de alcohólicos y farmacodependientes, apoyo a las labores de la Cruz Roja y derogación de impuestos menores sobre las actividades agrícolas y su consecuente sustitución.   



Anexo 9: Directriz Presidencial N° 27



Anexo 10: Decreto 30224-MEP, Creación del Centro Nacional de Recursos para la Inclusión Educativa.



Anexo 11: Decreto 30391-MTSS del 30 de abril del 2002, el cual decreta la creación de la Unidad de Equiparación de Oportunidades para personas con discapacidad del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social



Anexo 12: Ley 8283 Ley para el Financiamiento y Desarrollo de Equipos de Apoyo para la Formación de Estudiantes con Discapacidad matriculados en III y IV ciclos de la Educación  Regular y de los Servicios de III y IV ciclos de Educación Especial.



Anexo 13: Ley No. 8306 Ley para asegurar, en los espectáculos públicos, espacios exclusivos para personas con discapacidad.



Anexo 14: Decreto 32023-MCJD-MINAE-MEP Creación del Museo de Formas, Espacios y sonidos



Anexo 15: Ley N° 8444 “Modificación de la Ley Reguladora de todas las exoneraciones vigentes, su derogatoria y sus excepciones”.



Anexo 16: Ley 8556 “Adición del Artículo 46bis y el Transitorio VIII a la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad”



Anexo 17: Dictamen C-205-98 de la Procuraduría General de la República de Costa Rica del 07 de octubre de 1998.



Anexo 18: Políticas, Normativa y Procedimientos para el Acceso a la Educación de los Estudiantes con Necesidades Educativas Especiales.

Anexo 19: Muestra de calendarios CNREE.

Anexo 20: Decreto Ejecutivo Nº 32973-H
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�[1] Instituto Nacional de Estadísticas y Censos.


� La división político administrativa de Costa Rica contiene 7 provincias y 81 cantones.


� Según el artículo 2 de la Ley 7600 de Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad en Costa Rica, los servicios de apoyo incluyen asistencia personal, adecuaciones curriculares, adaptaciones al espacio físico y ayudas técnicas.


� La ley N° 7600 tiene como antecedente principal, las “Normas Uniformes para la equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad”, promulgadas por las Naciones Unidas en 1993.


� No todos los Recursos de Amparo han sido resueltos a favor de las personas con discapacidad. El dato correspondiente al año 2007, comprende los interpuestos hasta el día 10 de febrero.  





� Mediante la Resolución N° 232-E-2006 del TSE de las 10 horas con 15 minutos del 19 de enero del 2006, el Recurso de Amparo electoral fue rechazado de plano, argumentándose entre otras razones, el principio de irrecurribilidad de las resoluciones del Tribunal Supremo de Elecciones de carácter electoral, así establecido en el artículo N° 11 de la Ley N° 7135 de la jurisdicción Constitucional, publicada en el Diario Oficial La Gaceta N° 198 del 19 de octubre de 1989.


� Acuerdo adoptado por el Tribunal Supremo de Elecciones en sesión ordinaria N° 12-2006 celebrada el día 2 de febrero del 2006.
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